
ESTADOS UNIDOS E IBEROAMÉRICA BAJO LA PRESIDENCIA
DE CÁRTER

Este artículo se divide en seis secciones más una breve conclusión.
Estos párrafos se refieren a las siguientes materias: el pasado hecho
presente en las relaciones interamericanas, problemas estructurales
que enfrenta el Gobierno de Cárter^ características generales de la
política exterior de Cárter, los postulados doctrinarios de Cárter sobre
América Latina, los hombres detrás de la política hacia Iberoamérica
y los problemas que muestran las relaciones interamericanas en 1977.

I

A menudo, los periodistas latinoamericanos deben recurrir a jue-
gos d© malabarismo (o «palabrarismo») para desentrañar algún con-
tenido a las declaraciones norteamericanas sobre Iberoamérica1 y
despertar el interés de los lectores en comentarios que asemejan dis-
cusiones de teólogos. Los diarios tienen que dedicar grandes titulares
a la política de Estados Unidos hacia América Latina, porque este
país es, desde 1914 Cy especialmente 1929), el mayor inversionista en

i El primer problema que uno se topa al escribir sobre las relaciones entre Estados Uni-
dos e Iberoamérica es literario. En efecto, es difícil dar un nombre apropiado a la potencia
norteamericana y, aún más, encontrar un gentilicio que, además de ser adecuado, suene
bien al oído del lector. En otro artículo («American Word Play», en The Harvard Indepen-
dent, noviembre 13-19, 1975, p. 7) me he referido más extensamente a esta materia. Aquí
basta con señalar que en este estudio invariablemente cuando se dice «norteamericano»
significa perteneciente a Estados Unidos de América solamente. Ocasionalmente se usa la
expresión «estadounidense», más correcta, pero menos agradable y popularizada.

América Latina es el nombre que los habitantes de ese continente dan a éste. Además,
es la expresión con que esa región es individualizada en Estados Unidos. Quizá una manera
más correcta es referirse a ésta como Iberoamérica, palabra que, por ejemplo, prefería el
insigne historiador chileno JAIME EYZAGUIRRE. En este estudio ambas expresiones se emplean
alternativamente, haciéndose una concesión entre la pureza del idioma y la práctica de
éste. Ahora bien, ¿se debe comprender el Caribe como parte de América Latina? Este es un
problema difícil, como lo sabe cualquiera que haya escrito sobre problemas latinoamericanos
(desde luego, los autores que sirven de referencia en esta materia no hacen comúnmente
•iistinción entre estos dos términos, y ora se dice América Latina en un sentido amplio y ora
restringido). Aquí, salvo que del contexto se comprende otra cosa, se preferirá la acepción
amplia de América Latina, a pesar de que el autor está consciente de las especiales caracte-
rísticas culturales, históricas, raciales, etc., que existen en el Caribe.



RAFAEL VARGAS HIDALGO

la región2, lo cual se traduce en una inmensurable influencia políti-
ca, económica y militar. Al mismo tiempo, los iberoamericanos, a
pesar de sus divergencias políticas, ya no creen en espejismos, por-
que tienen muy presente el pasado de intervenciones militares y
políticas, paternalismo y explotación e injusticias económicas. He aquí
el peso de la historia, que lo llevan muy en los hombros y en la me-
moria los pueblos latinoamericanos. Así, Cárter, o cualquier presi-
dente norteamericano que honestamente quiera cambiar la naturaleza

2 En 1796 las exportaciones estadounidenses a América Latina sólo representaban el 3 por
100 de las exportaciones totales de Estados Unidos (ABBABAM F. LOWENTHAL: The United States
and Latín America; Ending the Hegemonic Presumption, vol. 55 Foreign Affairs, p. 201, 1976).

El gran aumento de capital norteamericano en Iberoamérica a partir de comienzos de
este siglo corresponde a la evolución de la naturaleza del capitalismo en Estados Unidos.
En efecto, a partir de comienzos del siglo pasado se produjo en ese pais una transformación
del capitalismo mercantil al capitalismo industrial. Los primeros intentos de establecer
industrias fracasaron o fueron de escasa importancia debido al vacío que creó la falta
de manufacturas británicas, pero a partir de 1840 se fue afianzando la industria casera.

La transformación del capitalismo mercantil a un capitalismo industrial se acentuó con
de Guerra de Secesión (1861-1865). Desde luego, las necesidades militares y, más tarde, el
afán por reconstruir el país, impusieron la necesidad de una industrialización masiva. En
su afán por impulsar este proceso, el presidente Abraham Lincoln eliminó las restricciones
que afectaban la producción de algodón, carbón, hierro y objetos manufacturados en general.
Durante el período de reconstrucción iniciado por el presidente ANDBEW JOHNSON apareció
una nueva burguesía, la cual fue capaz de desarrollar enormemente la industria (especial-
mente la industria pesada) gracias a que el msrcado se encontraba protegido por aranceles.
Además, la expansión industrial fue posible debido al avance en materia de infraestructura,
especialmente transportes, y continuo ingreso de inmigrantes que permitía contar con mano
de obra abundante y barata. Hacia 1880 la industria pesada ya estaba sólidamente estable-
cida. Esta fue la época de los CARNEGIE, PIEHPONT, ROCKEFEUER y VANDERBILT.

A principios de este siglo (cuando Estados Unidos se pone a la cabeza de la producción
agrícola e industrial mundial) se produce la fusión del capitalismo industrial con el capi-
talismo financiero. En efecto, el auge del industrialismo promovió la formación de un gran
movimiento de capitales, fenómeno que influiría decisivamente en la orientación del creci-
miento económico norteamericano y en los postulados económicos y políticos de Estados
Unidos. Este movimiento de capitales de grandes proporciones condujo al expansionismo
norteamericano en el exterior y produjo un decrecimiento del aislacionismo estadounidense
(para una interesante discusión acerca de los verdaderos alcances del aislacionismo nor-
teamericano véase JAMES CHACE: «America's New Strategy of Containment», en Harpers, ene-
ro 1978, pp. 46-54). Desde que empezara este expansionismo, la principal área de acción fue
América Latina; actitud que concordaba con las doctrinas Monroe y otras posteriores formu-
ladas por Estados Unidos respecto a este continente.

A fines de la Primera Guerra Mundial la mitad de todas las inversiones extranjeras
estadounidenses estaba concentrada en América Latina. ABRAHAM F. LOWENTHAL: The United
States and Latín America; Ending the Hegemonic Presumption, op. cit., p. 202. A partir
de 1930 empieza la penetración de los «conglomerados» norteamericanos en las industrias
manufactureras latinoamericanas, atrayendo especial atención las de productos químicos,
caucho y montaje y accesorios de automóviles. Entre la Primera y la Segunda Guerra Mun-
dial imperó el sistema de inversión extranjera indirecta en Iberoamérica.

La ayuda de Estados Unidos a ese continente comenzó en pequeña escala en 1938, fecha
en la cual el «Export-Import Bank» otorgó, por un período de dos años, préstamos cercanos
a 200 millones de dólares a los gobiernos de la región. La asistencia técnica se inició en 1942.
En el decenio de 1940 el comercio latinoamericano con Estados Unidos aumentó conside-
rablemente.

Entre 1946 y 1951 el capital norteamericano en el continente ascendió a 1.629 millones de
dólares y los beneficios de esa inversión se han caiculado en 3.078 millones de dólares.
ADOLF BEBLE: Latín America; Diplomacy and Reality, New York, Harper & Row, 1962.

La inversión directa norteamericana se ha dirigido preferentemente a desarrollar la in-
dustria del petróleo, y Venezuela ha sido el pais que mayor capital ha recibido por este
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de las relaciones interamericanas, se encuentra en la incómoda po-
sición del hidalgo manchego, quien, al final de sus días, tuvo duro
trabajo en convencer al cura, bachiller y barbero que había vuelto
en juicio3. La literatura hispanoamericana es el mejor reflejo de la
forma en que ese pasado se percibe como parte del presente4.

Autores como Horowitz5 afirman que las acusaciones contra Es-
tados Unidos no se basan tanto en políticas específicas, sino en el

concepto. Entre las medidas que han colaborado al auge de las inversiones directas esta-
dounidenses entre 1945 y 1960 se debe destacar el «The United States Economic Cooperation
Act» (1948), la cual pone a salvo a los inversionistas ds expropiaciones y riesgos derivados
de la convertibilidad de la moneda.

Las décadas de 196o y 1970 señalan la dominación económica de América Latina por parte
de las empresas transnacionales, especialmente aquellas dominadas por capital norteameri-
cano. Esta etapa coincide con las medidas más duras adoptadas por los gobiernos iberoame-
ricanos hacia la inversión extranjera; por ejemplo, las tomadas por los gobiernos de Ve-
lasco Alvarado en Perú y Allende en Chile, y la decisión 24 del Pacto Andino.

3 La imagen es adecuada porque Estados Unidos debería convencer a los tres sectores
más importantes en las sociedades iberoamericanas: la Iglesia Católica, los intelectuales
y los obreros.

En los últimos años la actitud de ciertos sectores del clero latinoamericano hacia Estados
Unidos se debe en gran parte a la influencia de la «teología de la liberación», un término
inventado seguramente por Gustavo Gutiérrez, de la Pontificia Universidad Católica de Lima,
y que da título a una de sus obras publicada en Lima por la Editorial Universitaria en 1971.

La «teología de la liberación» debe ser vista como una continuidad histórica de los espe-
ciales problemas que ha debido enfrentar la Iglesia Católica en América Latina, los que
ya se presentaron en el siglo xvi (con respecto a este último punto véase EDWIN EDWAHD STL-
VEST: Motifs of Franciscan Mission Theory in leth Century New Spain Province oí the New
Cospel, Washington, Academy of American Franciscan History, 1975).

4 En efecto, la literatura muestra a lo largo de todo este siglo numerosas obras que
expresan este fenómeno. La lista es inacabable y sólo con fines ilustrativos se señalan algu-
nos autores. Desde luego, la revolución mexicana entrega una pléyade de escritores en esta
línea (una nómina de estos autores se encuentra en MAX AUB: Guía de narradores de la re-
volución mexicana, México, Fondo de Cultura Económica, 1969), entre los cuales destacan
MARIANO AZUELA: LOS de abajo, Nueva burguesía, y MAHTÍN LUIS GUZMÁN: El águila y la ser-
piente, La sombra del caudillo. Entre los novelistas hispanoamericanos tenemos a MIGUEL
ÁNGEL ASTURIAS: La mulata tal, El señor presidente; ALEJO CARPENTIER: El reino de este
mundo, El siglo de las luces-, ROBERTO FERNÁNDEZ RETAMAR: Epitafio de un invasor; CARLOS
FUENTES: La palabra enemiga-, GABRIEL GARCÍA MÁRQUEZ: Cien años de soledad; NICOMEDES
GUZMÁN: Los hombres oscuros; AUGUSTO ROA BASTOS: Hijo de hombre; VOLODIA TEITELBOIN:
Hijo de salitre, Pisagua, y MARIO VARGAS LLOSA: Conversación en la catedral. Entre los
cuentistas se puede nombrar a JULIO CORTÁZAR: El perseguidor, y MARIO VARGAS LLOSA: LOS
jetes. En el cuento chileno (véass YERKO MORETIC: El nuevo cuento realista chileno, Santiago,
Editorial Universitaria, 1962) se pueden mencionar a CARLOS OSSA: Las manos de Clemente
Güemes; JAIME VALDIVIESO: La espera-, JOSÉ MIGUEL VARAS: La denuncia-, Luis VULLIAMY: JO-
seluén-, MANUEL ROJAS: POCO sueldo, y BALDOMERO LILLO: Subterra. En el ensayo destaca JOSÉ
CARLOS MARIÁTEGUI, revista Amauta. Desde los tiempos de JOSÉ MARTÍ la poesía cuenta con
un sinnúmero de autores preocupados del imperialismo, por ejemplo, ERNESTO CARDENAL: La
oración por Marilyn Monroe, Los salmos; PABLO DE ROKHA: La república asesinada, Yanki-
landia, y NICOLÁS GUILLEN: Puerto Rico. Desde su poema Explico algunas cosas de la tercera
residencia, PABLO NERUDA se transforma política y socialmente como se aprecia en la inter-
pretación de la independencia americana en su Canto general y en obras de protesta como
Las oligarquías. Respecto a la «poesía comprometida» chilena, véass Luis ENRIQUE DÉLANO y
JORGE PALACIOS: Antología de la poesía social de Chile, Santiago, Editorial Austral. La litera-
tura de protesta nace en Chile con la inquietud por la situación en las salitreras (véase
YERKO MORETIC: El relato de la pampa salitrera, Santiago, Ediciones del Litoral, 1962), y
muchos de sus exponentes se adhieren al marxismo.

5 IRVING LOUIS HOROWITZ: «U. S. Policies and Latin American Realities; Neighborliness,
Partnership and Paternalism», en Latin America; The Search for a New International Role
(RONALD G. HELLMAN y JON ROSENBAUM, editores). New York, Sage Publications, 1975, p. 48.
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poder que éste posee y que así se explicaría la hostilidad de Cuba
hacia China o de Rhodesia hacia Inglaterra. En otras palabras, esta
«teoría de la envidia» señala que, mientras existan superpotencias,
siempre habrá resentimiento, motivado por el poder y la riqueza. Sin
embargo, Japón y Alemania tienen actualmente grandes intereses
económicos en la región6, y estos países no son vistos con los mis-
mos ojos por los iberoamericanos. La diferencia está escrita por la
historia y el comportamiento presente, porque es muy distinto tratar
con Japón (país que ha buscado alejarse de los asuntos internos la-
tinoamericanos) que con Estados Unidos, el cual, tradicionalmente,
ha considerado a América Latina como su backyard. Inglaterra ofrece
un buen caso de comparación a este respecto, porque hasta comienzos
de este siglo fue el mayor inversionista extranjero en América Latina7.
En efecto, a pesar de la explotación económica ejercida por los ingle-
ses en América Latina, éstos no mostraron el mismo grado de violen-
cia8 exhibido por los norteamericanos, lo cual permite dar una mejor
bienvenida a la inversión británica.

¿Cuál ha sido el carácter que en el pasado han tenido las relacio-
nes interamericanas? He aquí unos pocos ejemplos. Sólo entre 1894
y 1924, Estados Unidos intervino militarmente 21 veces en América
Latina. De las 50 ocasiones en las cuales ese país envió tropas
fuera de Norteamérica en el siglo pasado, 43 expediciones se despa-
charon hacia Iberoamérica9. Versiones más modernas son las inter-

6 Entre 1965 y 1971 estos dos países han triplicado, en comparación con Estados Unidos,
sus inversiones extranjeras (véase •United Nations, Department of Economic and Social Af-
fairs», Multinational Corporations in World Development, New York, Praeger Publisher,
1973, p. 157, tabla núm. 10). Se ha estimado que hacia 1978 Japón será el mayor inversionista
privado en Brasil (RICHARD J. BERNET y RONALD E. MULLEK; Global Reach, New York, Si-
món & Scnuster, 1974, pp. 196-197). Para las ventajas negociadoras que Japón tiene sobre
Estados Unidos en Brasil véase ob. cit., pp. 202-203.

i Para un estudio de las inversiones británicas en América Latina véase el exhaustivo
estudio de J. FREB RIPPT: British Investments in Latin America; 1822-1949, Hamden (Conneo-
ticut), Archon Books, 1966.

8 A partir de la expedición de FRANCIS DBAKE, el Reino Unido tuvo interés comercial
y militar por América Latina. Ya en el siglo xvi aparecen corsarios y piratas ingleses y
flamencos merodeando por las costas de la región. En 1797 el Almirantazgo británico acordó
en la necasidad de apoderarse de la zona ubicada al sur de Valdivia y de todo el cono
meridional americano. Este proyecto fue deferido hasta 1806, año en el cual el estallido
de una nueva guerra entre España e Inglaterra permitió que los ingleses invadieran Buenos
Aires, de donde fueron expulsados en julio de 1807. Se dejó para mejor oportunidad la idea
de ocupar Chile. En 1825 S3 registra una nueva expedición británica (esta vez en compañía
de los franceses) en el Río de la Plata. Otras aventuras inglesas en la zona son la ocupa-
ción de las islas Malvinas en 1833 (en 1774 el Reino Unido las había mantenido temporal-
mente), la excursión inglesa-española-francesa contra México en 1862 y la anexión de Belice
en 1869.

9 Las intervenciones estadounidenses en América Latina se pueden clasificar en estraté-
gicas, políticas y financieras. Las intervenciones estratégicas se realizaron principalmente
en la zona del Caribe y obedecieron a la política de expansión territorial norteamericana.
Algunas revistieron la forma de una anexión lisa y llana, como en Puerto Rico (Tratado
de París, de 10 de diciembre de 1898), y otras establecieron un control público como en Cuba
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venciones en la República Dominicana en 1965, donde desembarcaron
más de 22.000 marines, y en los asuntos internos de Chile entre 1963-73lü.
Muchos comentaristas creen que esta etapa de intervenciones ha ter-
minado definitivamente; pero es necesario cuidarse de optimismos:
en 1928 y 1966 también se decía lo mismo. En el plano económico,
los «préstamos atados», que condicionan el otorgamiento de éstos a la
compra de artículos estadounidenses o al empleo de transportes de
esa nacionalidad, han resultado un gran obstáculo al desarrollo de
Iberoamérica". La Alianza para el Progreso, a pesar de toda la pro-

(enmienda Platt, de 12 de junio de 1901, y tratado de 22 de mayo de 1903, sustituido por el
de 29 de mayo de 1934) y Panamá (Tratado Hay-Bunau-Varilla, de 18 de diciembre de 1903).
Las intervenciones políticas, que comprendían la defsnsa de intereses económicos, íueron
la consecuencia de la política del «Big Stick» que el presidente Theodore Roosevelt formulara
en su mensaje de 4 de diciembre de 1904; «Hablad con suavidad, poro llevad una tranca e
iréis lejos.» Esta teoría fue especialmente aplicada, además de ROOSEVELT (1901-1909), por WILLIAM
HOWARD TAFT (1909-1913) y CALVIN COOLIDGE (1923-1929). Lugares predilectos fueron América Cen-
tral (en Nicaragua en 1909, 1912 y 1928) y el Caribe (en Cuba entre 1906 y 1916). Esta política
del «Gunboat Diplomacy» fue descartada a partir del «memorándum Clark» (17 de diciembre
de 1928), pero ha sobrevivido bajo diversas formas desde entonces. Las intervenciones finan-
cieras dieron lugar al fenómeno conocido como «Dollar Diplomacy». A través de esta política
se ha pretendido proteger las inversiones privadas estadounidenses estableciéndose un con-
trol financiero. Tal ocurrió en forma limitada en Honduras (Tratado de 10 de enero de 1911)
y Nicaragua (Tratado de 6 de junio de 1911); en estos ¿os casos sólo se acordó una fiscali-
zación aduanera. La intervención más profunda tuvo lugar en la República Dominicana (Tra-
tados de 20 de enero y 7 de febrero de 1905, y 8 de febrero de 1907) y Haití (Tratado de
16 de septiembre da 1915). La intervención en la República Dominicana terminó en 1941 y en
Haití en la ssgunda mitad de este siglo (en Haití este control fue reforzado con ocupación
militar hasta los acuerdos de 5 de agosto de 1931 y 7 de agosto de 1933).

10 Véase «U. S. Senate, Staff Report of the Select Committe to Study Governmental
Operations with Respect to Intelligence Activities», en Covert Action in Chile, 1963-1973,
U. S. Senate, 94th Congress, last session, 18 de diciembre de 1975.

11 En el caso de inversión directa, la exportación del país inversionista está generalmente
garantizada. En efecto, la agencia o sucursal promueve y se encarga de la venta de los
productos de la casa matriz y eventualmente interviene en el proceso de fabricación, espe-
cialmente en caso que se puedan importar piezas que abaraten el costo total del artículo
final. En cambio, tratándose de inversión indirecta, no existe necesariamente un aumento
de las exportaciones del proveedor de capital. Por esta razón se han creado los «préstamos
atados- («tied loans»). Este tipo de créditos han sido especialmente otorgados por el «Export-
Import Bank».

Los préstamos atados limitan la libertad económica del país importador de capital, impide
una sana planificación en materia de inversiones y distorsiona el comercio internacional.
Conforme a criterios clásicos de economía, este tipo de prácticas económicas resultaría a la
larga desfavorable para el prestador porque las industrias favorecidas no serían capaces
en el futuro de afrontar una competencia internacional; sin embargo, esta afirmación no es
tan evidente en esta época del «post-mercado» creada por las operaciones de las empresas
transnacionalss, es decir, en esta era en la cual las subsidiarias y casa matriz transan entre
sí para aumentar las utilidades globales de la empresa transnacional y no conforme a la
situación del mercado.

Estos préstamos atados constituyen, en verdad, subvenciones solapadas a los productores
y transportistas estadounidenses. En el Informe Rockefeller (véase la sección VI de este
articulo) se aconsejaba al Presidente NIXON que aboliese las condiciones a que quedan sujetos
los programas de ayuda norteamericanos, en caso que interfieran con el proceso de desarro-
llo o menoscaben la soberanía nacional de los países latinoamericanos. Refiriéndose a la
condición que se transporten las mercaderías en barcos de Estados Unidos, este documento
señala: «Se ha estimado que esta exigencia reduce la efectividad de cada dólar de asistencia
de los Estados Unidos hasta un máximo de 2D centavos. Esta es una de las causas de mayor
irritación para los países en desarrollo... Cualquier subsidio que fuese necesario debiera
ser dado abierta y directamente mediante una concesión de fondos del Congreso» («Texto
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paganda con que fue acompañada, no constituyó más que una ver-
sión moderna de paternalismo (por ejemplo, los gobiernos latino-
americanos tuvieron poco que decir en la administración de este pro-
grama), y se basó en consideraciones estratégicas o en el miedo al
«peligro rojo». En el pasado reciente, Estados Unidos ha bloqueado
créditos a Bolivia, Chile y Guyanan. Para los fines de este artículo,
basta con haber efectuado tan breve enumeración de hechos.

II

El peso de la historia no constituye el único elemento que obstacu-
liza un cambio radical en las relaciones interamericanas. También
existen problemas estructurales. Desde luego, la opinión personal de
Cárter no es la única que cuenta en la dirección de la política ex-
terior norteamericana. No me refiero al obvio problema del juego
entre los poderes ejecutivo y legislativo, sino al fenómeno descrito
por Theodore Lowi". Este ha observado que, a partir de la Segunda
Guerra Mundial, los compromisos internacionales de Estados Uni-

ofioial de] Informe Rockefeller», en El Informativo ALALC, Santiago, núm. 360, 30 de di-
ciembre de 1969, p. 20).

La Comisión Especial de Coordinación Latinoamericana (CECLA), en su documento Con-
senso Latinoamericano de Viña del Mar, aprobado el 17 de mayo de 1969 durante una reunión
a nivel ministerial (véase su texto en vol. 1 Anuario Chileno dei Relaciones Internacionales,
pp. 106-116, 1969), seilaló: «Es indispensable que la cooperación financiera externa no esté
sujeta a condiciones que limitan la capacidad nacional para adoptar decisiones en el campo
de las políticas básicas del pais receptor», y agregó: «Deben suprimirse las disposiciones o
criterios que ligan la utilización de préstamos a la adquisición de bienes y ssrvicios en de-
terminados países o desde determinados orígenes» (punto núm. 28, letra e). Además, el Con-
senso Latinoamericano de Viña del Mar condena en forma amplia todo tipo de condiciones
a que se pretenda sujetar el financiamiento externo «por sus múltipl-ss efectos negativos en la
economía de América Latina» (punto núm. 29).

La decisión 24 del Pacto Andino no si refiere a los «préstamos atados», pero contiene nor-
mas que impiden determinadas condiciones en los contratos de transferencia de tecnología
o patentes (art. 20) y en los contratos para la explotación de marcas de origen extranjero en
los países andinos (art. 25).

12 Véase RAFAEI VABGAS HIDALGO: El Aplazamiento de Créditos a Chile, en El Mercurio,
Santiago, 17 de agosto de 1971, p. 17.

En junio de 1971, el Washington Post criticó al subsecretario del Tesoro, JOHN CONNALLT,
por haber bloqueado créditos a Guyana y Bolivia en el Banco Mundial debido a que estos
países no habían indemnizado convenientemente a empresas norteamericanas expropiadas.
En efecto, el representante de Estados Unidos ante esta institución rechazó un préstamo a
bajo intsrés y largo plazo destinado al desarrollo ganadero, luego que Bolivia nacionalizara
la «International Processing Corporation» (cuyos bienes se estimaron entre dos y tres millo-
nes de dólares), a pesar que la compensación correspondiente se encontraba en discusión. El
bloqueo de créditos a Guyana se refirió a un préstamo por 5,4 millones de dólares, solicitando
para la construcción de diques.

Si bien es cierto que las instituciones financieras son libres de conceder o rechazar cré-
ditos, la situación es muy diversa cuando se adopta una actitud u otra como parte de UD
plan polítifco .concertado de antemano destinado a inmiscuirse en los asuntos internos de una
nación.

13 The End of Liberalism, New York, W. W. Norton, 1969.
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dos han estado siendo encomendados a diferentes departamentos gu-
bernamentales, y éstos, a menudo, comparten jurisdicción sobre al-
gunas materias, al mismo tiempo que gozan de cierta independencia
legal entre sí. Esta estructura gubernamental impide una planifica-
ción eficaz de la política exterior. Asimismo, los autores de la «teoría
burocrática»i4 (quienes han llegado a conclusiones semejantes a las
de Lowi, pero sin basarse, como éste, en un análisis filosófico sobre la
naturaleza de la doctrina liberal) han demostrado que cada departa-
mento de la Administración pública defiende sus propios intereses
y ejerce grandes presiones sobre el presidente con el objeto de hacer-
los prevalecer.

En consecuencia, la política de Cárter hacia Iberoamérica se ve
limitada por la acción de, entre otros, el Departamento de Defensa,
el Departamento de Estado, el Departamento del Tesoro, el Departa-
mento de Agricultura, la Agencia para el Desarrollo Internacional, etc.
Esta afirmación se comprueba con una ilustración. En junio de 1976,
el entonces canciller Kissinger afirmó ante la reunión de la Asamblea
General de la Organización de Estados Americanos (OEA) que era
necesario respetar el tope establecido por el Congreso de Estados
Unidos a la ayuda destinada a Chile, debido a las violaciones que
este país cometía a los derechos humanos. En los mismos momentos
en que Kissinger pronunciaba estas palabras, los departamentos de
Estado y del Tesoro presionaban sobre el Senado para que éste aumen-
tara el límite fijado por la Cámara de Diputados a las cantidades que
Chile tendría derecho por concepto de asistencia económica para el
año fiscal 197715.

Además, existe otro factor, que es capaz de ejercer mayor influen-
cia que muchos departamentos burocráticos: las empresas transnacio-
nales. Sobre esta materia existen numerosos antecedentes; por ejem-
plo, los intereses de las grandes compañías norteamericanas del pe-
tróleo hicieron fracasar la «política de buena vecindad» en México;
a comienzos de la década de 1960, las presiones de la International

14 Con respecto a la «teoría burocrática», véase, por ejemplo: GRAHAM ALLISON: «Concep-
tual Models and the Cuban Missile Crisis», American Political Science Review (septiembre
de 1969); GRAHAM ALLISON: The Essence oí Decisión; GRAHAM ALLISON y MOBTON HALPERIN:
«Bureaucratic Politics; A Paradigm and Some Policy Implications», World Politics (primavera
de 1972); ROBERT ART-. «Bureaucratic Politics and American Foreign Policy; A Critique»,
vol. 4 Policy Sciences (1973); I. M. DESTLER: Presidents, Bureaucratic and Foreign Policy;
MORTON HALPERIN: Bureaucratic Politics and Foreign Policy; STEPHEN KRASNER: «Are Bureau-
cracies Important?, vol. 7 Foreign Policy (verano de 1972); CHARLES LIDBLOM: The Science oí
Muddling Through; JAMES THOMPSON: «On the Making oí U. S. China Policy, 1961-1969;
A Study in Bureaucratic Politics», China Quarterly (1962).

15 Commission on United States-Latin American Relations: The United States and Latín
America: Next Steps, New York, Center for Inter-American Relations, 20 de diciembre de
1978, p. 7.
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Telephone and Telegraph (ITT) —que corría el peligro de ser expro-
piada— motivaron la tensión que caracterizó las relaciones de Esta-
dos Unidos con Brasil16; Anaconda y Kennecott determinaron en gran
medida las acciones de Estados Unidos contra el Gobierno de Allen-
de, a pesar de que la nacionalización del cobre fue aceptada por la
unanimidad de los parlamentarios chilenos ".

Richard Nixon creyó que la promoción del desarrollo en Iberoamé-
rica se debía hacer a través de las empresas norteamericanas que
actuaban en la zona18. Esta política permitió que las compañías trans-
nacionales aumentaran su influencia en el continente.

Existen otros factores estructurales del sistema político estado-
unidense que dificultan la labor de Cárter en materia de política
internacional. Desde luego, la escasa comunicación que tradicional-
mente ha existido entre los candidatos presidenciales y sus partidos
ha llegado a su extremo máximo en el caso de Cárter, quien fuera
un desconocido hasta hace pocos meses, incluso para sus correligio-
narios. Este hecho ha dificultado a las cancillerías iberoamericanas,
como a las del resto del mundo, conocer qué se propone este nuevo
mandatario y cuál es la mejor manera de tratar con él. Por otra parte,
debido al carácter del sistema electoral estadounidense, la política
internacional se paralizó, aun en materias críticas como las negocia-
ciones sobre limitación del armamento estratégico (SALT talhs), du-
rante los dieciocho meses que precedieron a las elecciones: tal como
ha sucedido en el pasado, el resultado ha sido una avalancha de
problemas sobre el escritorio del presidente, al día siguiente de la
transmisión del mando.

III

Aquí entramos al estudio de las características generales que hasta
el momento muestra la política internacional de Cárter y que se re-
fleja en las relaciones de Estados Unidos con Iberoamérica.

Actualmente se nota en la Casa Blanca un mal que ya es endémi-
co en Estados Unidos: el presidente carece de experiencia en materia

16 En 1964, al ser depuesto JOAO GOULART, Estados Unidos envió felicitaciones oficiales a
los militares brasileños casi antes de que éstos se hicieran cargo del poder.

i í Es un error decir que ALLENDE nacionalizó esa industria porque éste no tenía poder
para ello, sino el Congreso. Además, esta medida se adoptó por unanimidad y por parla-
mentarios de todas las tendencias políticas. Por otra parte, este paso ya había sido prepara-
do durante el gobierno anterior.

18 Para una discusión de esta política de Nixon, véase IRVING LOUIS HOBOWITZ: U. S. PO-
Hcies and Latín American Realities: Neighborliness, Partnership and Paternalism, op. cit.,
p. 46.
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internacional. Pero, a pesar de esta inexperiencia, Cárter ha sabido
defender ciertos principios fundamentales. Entre éstos destacan los
derechos humanos, cuya protección, independientemente del valor
personal que Cárter les dé, constituye una inteligente actitud polí-
tica interna en un país que viene saliendo del escándalo Watergate
y de las revelaciones acerca de los métodos empleados por Kissinger.
En efecto, Watergate demostró los peligros que tiene el sistema libe-
ral de gobierno; y Cárter, a través de su defensa de los derechos
humanos, reafirma el credo liberal. Por otra parte, el más importante
objetivo de Kissinger fue mantener la estabilidad del sistema interna-
cional, aun a costa de violar principios morales o no prestar atención
al problema de los derechos humanos19; así, poniendo énfasis en la
defensa de estos derechos, Cárter logra que la opinión pública lo dis-
tinga del ex canciller.

Al igual que en las presidencias anteriores, ahora falta una clara
definición del interés nacional de Estados Unidos en sus relaciones
internacionales. Esta definición se hace más difícil considerando la
estructura política y burocrática de este país y el continuo aumento
de poder de las empresas transnacionales norteamericanas. ¿Se segui-
rá pensando que «What is good for General Motors is good for the
United States»?

No bastaría con que Cárter tuviera nobles principios de política
exterior, porque el éxito de ésta también depende de la estrategia
que se adopte (es decir, de la manera como se relacionan los diversos
objetivos entre sí), la ejecución práctica de aquellos ideales y el man-
tenimiento del apoyo interno a esos postulados. Y es precisamente en
estas materias donde Cárter se muestra más débil. Desde luego, este
presidente ha tratado de contrarrestar su inexperiencia abordando los
problemas de una manera que pretende ser «técnica», a pesar de la
clara naturaleza política que generalmente éstos tienen. Además, Cár-
ter ha mostrado un optimismo ingenuo ante los problemas interna-
cionales, hecho que también se deriva de su inexperiencia. Asimismo,
Cárter ha tendido a despreciar los distintos matices de los problemas
internacionales. Por otra parte, éste no ha sabido establecer clara-
mente las prioridades de sus objetivos internacionales. Todos estos de-
fectos han determinado una mayor participación del Congreso norte-

19 Véase RICHARD A. FALK: What's Wrong with Henry Kissinger's Foreign Policy?, Prin-
ceton University, Center of International Studies, julio de 1974 (Policy Memorándum núm. 39),
pp. 17-18-26-30.

Cárter comenzó a referirse al problema de los derechos humanos, bajo la presión del
Congreso norteamericano, en la reunión de la Organización de Estados Americanos en San-
tiago de Chile (1976).
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americano en la conducción de la política internacional de Estados
Unidos. En consecuencia, los observadores de las relaciones interame-
ricanas deben prestar atención no sólo al pensamiento de Cárter, sino
también al de los parlamentarios más influyentes. En este contexto
se debe comprender, por ejemplo, el incidente, un tanto tragicómico,
ocurrido durante el discurso pronunciado el 17 de febrero de 1977 por
el presidente de México, José López Portillo, ante el Congreso de
Estados Unidos. La única ovación que entonces se escuchó fue cuan-
do éste señaló que «los problemas de México han de ser solucionados
por México» 20.

Si se miran las relaciones interamericanas desde la perspectiva de
Estados Unidos, éstas deben ser comprendidas dentro del contexto
de los problemas más graves que este país enfrenta en otras regiones
del mundo: la situación en el Cercano Oriente, proliferación de ar-
mas nucleares, SALT talks, venta de armamento, repercusiones inter-
nacionales de la crisis de la energía.

IV

Ahora nos abocamos al estudio del contenido de la política de
Cárter hacia Iberoamérica. Nace aquí una primera pregunta: ¿qué
entendemos por tal?

Se puede alegar que en el pasado no ha existido una política nor-
teamericana hacia América Latina si con ello significamos una defi-
nición del interés nacional de Estados Unidos en el área; la formula-
ción de postulados y establecimiento de mecanismos que interpreten
este interés; aplicación de estos postulados y mecanismos conforme
a un estudio minucioso de la situación en cada país latinoamericano
y de acuerdo con una diferenciación de las particularidades políticas,
económicas y culturales de estos estados, y la coordinación de la posi-
ción estadounidense en los diversos países iberoamericanos con el
objeto de alcanzar el interés nacional en la zona. Es en este sentido
que George Kenan, organizador y primer director del Policy Planning
Staff, del Departamento de Estado, ha dicho que, sobre todo hasta la
Segunda Guerra Mundial, Estados Unidos ha carecido de una política
hacia América Latina21.

20 Véase el texto de este discurso en : The New York Times, J 8 de febrero de 1977, p. 14.
21 Véase el prefacio de su obra: American Diplomacy: 1900-1950, New York, Mentor Books,

1963, 12.a edición.
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Examinando los elementos enunciados en el párrafo anterior, sur-
ge una importante observación. Tradicionalmente, se habla de Amé-
rica Latina como si fuera una sola entidad, casi monolítica. Sin em-
bargo, América Latina no existe, salvo en el mapa; es decir, se trata
de un concepto geográfico y no cultural, político o económico. En un
espacio varias veces superior a Europa conviven países con el poder
económico de Brasil y la pobreza de Guatemala; Chile, que posee
una de las tasas más altas de alfabetismo en el mundo 22, tiene por
vecina a Bolivia, que bate el récord opuesto23; la población predomi-
nantemente europea de Uruguay tiene escasa relación cultural con
los indígenas de Honduras; las experiencias políticas de México no
admiten parangón con las de Argentina. Lo que une a América La-
tina es el idioma común2* y una enorme simpatía a nivel de pueblos,
la cual ha nacido a través de tres condiciones históricas: pasado co-
mún bajo el poder español; lucha por la independencia nacional, pro-
ducida en una misma época (gesta que motivó los primeros contactos
y colaboración militar iberoamericana), y experiencia común bajo el
imperialismo político y económico de Estados Unidos. Este último
elemento permite comprender por qué los países latinoamericanos
se muestran más unidos que de costumbre cuando se trata de hablar
con el vecino del Norte.

Considerando este factor, se puede afirmar que Cárter tendría una
gran ventaja si careciera de una política global hacia América Latina
destinada a aplicarse en la misma forma e intensidad en todos los
rincones del continente. A juzgar por las declaraciones hechas a este
autor por Robert Pastor, experto sobre América Latina en el National
Security Council (consejo superior que asesora al presidente norte-
americano en materia de seguridad nacional), en la presente Admi-
nistración existe preocupación por distinguir las peculiaridades de
cada país iberoamericano en la formulación de la política exterior.
Así, en su discurso ante la OEA del 14 de abril próximo pasado, Cárter
señaló: «...a single U.S. policy to Latin America and the Caribbean
makes little sense. What we need is a wider and more flexible ap-
proach worked out in consultation with you. Together we will develop

22 90 por 100 de alfabetismo. Además es el séptimo país en el mundo con la mayor tasa
ds población en edad escolar matriculada en un establecimiento de enseñanza. Para estas
cifras véase World Military and Social Expenditures, Ruth Leger Sivard, editora, Virginia, 1977.

23 45 p o r 100 de a l f abe t i smo . FUENTE: Id.
24 Fuera de la obvia excepción de Brasil, Guyanas y regiones del Caribe, existen vastas

comunidades indígenas donde no se habla español, un caso importante es Bolivia.
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policies more suited to each nation's variety and potential»25. Estas
palabras no han sido unánimemente bien recibidas en América La-
tina; así, por ejemplo, el canciller peruano, José de la Puente, ex-
presó que Estados Unidos también debe negociar con América Latina
como un todo.

Ahora bien, se puede afirmar que en el pasado Estados Unidos
ha poseído una política hacia América Latina si por tal sólo entende-
mos una actitud general o una postura vaga que se traduce en la
persecución de ciertos objetivos específicos.

Aún es temprano para determinar si acaso la «política» de Cárter
hacia Iberoamérica cae dentro de alguna de las dos acepciones que
tiene la expresión y que se han examinado arriba.

El hecho de que Cárter pertenezca al Partido Demócrata no cons-
tituye, contrariamente a lo que otros autores han argüido2S, un ele-
mento suficiente para determinar las características de su política
exterior.

Durante su reciente campaña electoral, Cárter no dedicó especial
atención a América Latina, salvo en sus referencias acerca de los

25 Véase el texto de este d iscurso en Thi New Yorfe Times, 15 de febrero de 1977, p . 10.

26 OSVALDO SUNKEL: ^Esperando a Godot; Amér ica La t ina an t e l a N u e v a Adminis t rac ión
Republ icana de los Estados Unidos», Estudios Internacionales, Univers idad de Chile, abri l -
junio 1969.

De acuerdo con SUNKEL, en las administraciones demócratas se formularían programas
globales y de gran alcance, los que se diseñan conforme a los intereses nacionales a largo
plazo. Los gobiernos republicanos, en cambio, auspiciarían una política que se adecúa a con-
sideraciones tácticas inmediatas y a situaciones específicas; por tanto, estas administracio-
nes preferirían las negociaciones bilaterales con países latinoamericanos.

Esta teoría podría predicarse en alguna medida a los gobiernos de FHANKLIN ROOSEVELT
(1933-45) y JOHN KENNEDT (1961-63), quienes formularon, respectivamente, la Política del Buen
Vecino y la Alianza para el Progreso, y a algunos Gobiernos republicanos. Sin embargo, las
excepciones demuestran las debilidades de esta doctrina; por ejemplo, los presidentes demó-
cratas HAHRY THUMAN (1945-53) y LYNDON JOHNSON (1963-69) no adoptaron programas semejantes
a los de ROOSEVELT y KENNEDY, y en la administración republicana de DWIGHT EISENHOWEB
(1953-61) se trató de implementar un plan global de ayuda social como una manera de evitar
la repetición de los acontecimientos cubanos.

Hay otros aspectos de la teoría de SUNKEL que también son poco convincentes. Alega este
autor que en los gobiernos republicanos los criterios generales se desprenden de la acción
efectiva que éstos desarrollan y no constan en declaraciones o documentos, o bien éstos
están redactados en términos vagos y sólo poseen un contenido superficial. En las adminis-
traciones demócratas, los intereses particulares y de corto plazo se deberían acomodar al
programa nacional que se pretende llevar a cabo; esta característica explicaría la mayor
intervención que tienen estos gobiernos en América Latina. En cambio, en los regímenes
republicanos, las empresas privadas estadounidenses estarían llamadas a ocupar una posi-
ción más importante en el continente americano. De esta última circunstancia resultaría
otra diferencia; los demócratas estarían más deseosos que el Estado armonizara los intereses
nacionales con los privados en América Latina, porque ambos no siempre coinciden; y los
republicanos afirmarían que el Estado no debe interferir en las actividades de los particu-
lares porque aquellos intereses se identifican mutuamente.
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derechos humanos27. En este sentido, Cárter se pareció más a Nixon2S

que a Kennedy, quien hiciera de la Alianza para el Progreso uno de
los grandes pilares de su programa presidencial. Pero el silencio
de Nixon y el de Cárter tienen distintos motivos. El primero seguía

2? En esta materia, el caso de Chile estuvo siempre presente en la boca del candidato
demócrata. Cárter se refirió insistentemente a este país durante su debate televisado con
Ford.

28 El 28 de enero de 1969, sólo una vez instalado en el poder, Nixon encargó a NELSON
ROCKEFELLER que efectuara a la brevedad un informe sobre Latinoamérica. Este Informe
Rockefeller, cuyas recomendaciones se basan en la importancia militar y política de Ibero-
américa, fue evacuado el 30 de agosto de 1969, luego que el viaje de ROCKEFELLER a este con-
tinente ocasionara graves problemas policiales, políticos y diplomáticos. NIXON no prestó
atención a las conclusiones más plausibles de este informe; por ejemplo: a) Estados Unidos
debería apoyar las organizaciones regionales latinoamericanas, como el Grupo Andino y el
Mercado Común Centroamericano; b) el aumento de las exportaciones iberoamericanas per-
mitirían a América Latina financiar sus exportaciones; asi, Estados Unidos debería revisar
sus tarifas arancelarias y duplicar en 1976 su intercambio comercial con el continente; c) su-
primir los «préstamos atados»; d) terminar con las represalias políticas que se toman al
momento de decidirse la concesión de un crédito; e) otorgamiento de empréstitos a bajo
interés, de tres a cinco años, para financiar proyectos en los campos de la agricultura,
educación pública y desarrollo urbano; f) poseer funcionarios estadounidenses capaces de
negociar y tomar decisiones con celeridad y efectividad en materia de relaciones interame-
ricanas; g) evitar la confusión entre operaciones de empresas privadas norteamericanas y
administración de programas públicos de ayuda; h) uniformar las normas estadounidenses
que rigen las inversiones privadas en el exterior; e i) cooperar con los Bancos de Desarrollo
(nacionales o regionales) con el objeto de aumentar los ahorros locales e invertirlos produc-
tivamente.

La inutilidad práctica de estas recomendaciones se demuestra con estos ejemplos: bloqueo
de créditos a Bolivia, Chile y Guyana; concesión de créditos atados; represalias económicas
contra los gobiernos de Chile y Perú; imposición, en agosto de 1971, de un gravamen del
10 por loo a todas las importaciones norteamericanas como resultado a la política económica
adoptada por Estados Unidos («Phase II»); resolución del 29 de octubre de 1971 del Congreso
norteamericano, que puso término al programa de ayuda al extranjero.

En la elección presidencial de 1972, tanto el candidato demócrata, GEORGE MCGOVERN, como
el republicano, RICHARD NIXON, mostraron escaso interés por las relaciones interamericanas;
salvo la preocupación por Cuba, que siempre está en la mente del electorado norteamericano.
Durante esta elección, MCGOVEBN demoró la publicación del Informe Stephanshy, que resu-
miría su posición hacia Iberoamérica, y NIXON insistió que su gobierno perseguiría una
política de «Asociación Madura» («Mature Partnership») con América Latina, política que
fuera definida por el entonces secretario de Estado norteamericano, WILLIAM ROGERS, en estos
términos: «Nuestra política será de participación en el hemisferio y de firme adherencia al
sistema interamericano; será una política de continuación de nuestros compromisos al pro-
greso económico y social de América Latina, por medio del comercio, la inversión, la ayuda
y a través de nuestras actitudes políticas; es una política de respeto a la diversidad de
nuestros Estados nacionales y a la determinación de no permitir ningún vestigio de hege-
monía en nuestras relaciones hemisféricas-, es una política qus reconoce que Estados Unidos
no tiene, ni debería tener, un monopolio sobre la iniciativa o la responsabilidad; final-
mente, es una política que alienta la creciente participación de los países latinoamericanos
en los asuntos mundiales y el creciente interés de otros países por cooperar en forma pro-
ductiva con América Latina.»

Mientras se afirmaba la existencia de una política de «Asociación Madura», estos hechos
ocurrían. Estados Unidos promulgaba una ley de pesca que contemplaba sanciones econó-
micas a las naciones que multaran barcos pesqueros norteamericanos que operaran sin li-
cencia más allá de 12 millas de la costa (aguas que ese país consideraba internacionales).
Esta medida provocó, en noviembre de 1972, las enérgicas protestas de Chile, Ecuador y
Perú, países que defendían su soberanía sobre 200 millas. Esta ley entró en vigor en los
momentos en que se preparaba la Tercera Conferencia sobre el Derecho del Mar, convocada
por las Naciones Unidas.

Estas actitudes de NIXON fueron reconocidas en su tiempo como un gran obstáculo a un
mejor entendimiento entre las Américas. Así, algunos observadores propusieron la inme-
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la política de Kissinger, quien, como ya se ha dicho, buscaba la esta-
bilidad internacional, lo cual le impulsaba a aumentar contactos con
las grandes potencias y desentenderse de los países más pequeños.
En cambio, el mutismo de Cárter perseguía no dar la impresión que
patrocinaría una política paternalista hacia América Latina.

Cárter careció de un grupo de trabajo encargado de aconsejarle
especialmente sobre problemas latinoamericanos durante su campaña
presidencial. Una vez electo, éste decidió adoptar extraoficialmente el
Informe Linvwitz como suyo. He aquí la inspiración de todas las
acciones tomadas por Estados Unidos hacia Iberoamérica en 1977.
Varias razones facilitaron este apadrinamiento del Informe Linowiiz.
Entre ellas se cuentan éstas: muchos de los miembros de la comisión
que redactó este documento trabajaron intensamente por Cárter du-
rante la campaña electoral; este estudio tuvo, al momento de ser
publicado, gran acogida por parte de importantes sectores, incluyendo
un elogioso editorial del New York Times®; el Informe daba gran
importancia a la defensa de los derechos humanos y se oponía a una
relación paternalista con Iberoamérica; además, Sol Linowitz, prin-
cipal redactor del documento, pertenecía a la Trilateral Commission,
un pequeño grupo privado, formado bajo la inspiración de David
Rockefeller, del cual Cárter ha escogido a la mayoría de sus asesores

diata adopción de las recomendaciones más laudables del Informe Rochefeller; otros, como
el senador demócrata por Florida, LAWTON CHILES, señaló la necesidad de que KISSINGER adop-
tara una nueva política interamericana y visitara Iberoamérica. También se rumoreó la vi-
sita de NIXON a este continente. Pero los remedios nunca llegaron y el mal se agravó. Así,
por ejemplo, las negociaciones entre Cuba y Estados Unidos sobre piratería aérea se estan-
caron, y en abril de 1973, FIDEL CASTRO clausuró el «puente aéreo» que mantenían estos países.
Por otra parte, el 4 de abril de 1973 se inauguró la Tercera Asamblea General de la OEA,
organismo que tiene entre sus objetivos principales impulsar la cooperación económica in-
teramericana. Durante esta reunión Estados Unidos insistió en su política de «Asociación
Madura», rechazó el levantamiento de la suspensión de Cuba como miembro de la OEA,
prometió mejorar las condiciones de su comercio exterior con la región y reiteró su posición
respecto a un mar territorial de 12 millas. En esta misma época, mientras el secretario de
Estado, WILLIAMS ROGERS, anunciaba un viaje a América Latina, Estados Unidos proclamaba
la venta de sus reservas de materias primas, lo cual motivó las protestas de Perú (5 de
abril de 1973), porque esta medida perjudicaba a las economías latinoamericanas.

La tensión que las relaciones interamericanas tuvieron en este tiempo se demuestra con
la proposición hecha por Chile y otros países de excluir Estados Unidos de la OEA al mismo
tiempo que se robustecía la Comisión Económica Coordinadora para América Latina (CECLA)
y se aumentaba la independencia de la Conferencia Especializada para la Aplicación de la
Ciencia y la Tecnología al Desarrollo de América Latina (CACTAL). CECLA y CACTAL serían
los instrumentos a través de los cuales se profundizaría el trato con otros países y entida-
des regionales. La proposición de Chile planteó un delicado problema de conveniencias por-
que así se perdería el contacto directo con Estados Unidos, en las Naciones Unidas la po-
sición latinoamericana se confundiría con la del Tercer Mundo en general, y algunas
instituciones, como el Banco Interamericano de Desarrollo, desaparecerían o perderían su
fuerza. En consecuencia, los miembros de la OEA adoptaron un proyecto, presentado por
Perú y respaldado por países como Venezuela, que creaba una comisión especial dedicada
a elaborar un nuevo sistema interamericano que sea «operativo, realista y coherente».

29 8 de noviembre de 1974.
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en política internacional30. Por otra parte, la existencia de este estudio
permitía la aplicación de una política coherente y ahorraba la nece-
sidad de encargar un estudio al comienzo de su administración (como
ocurriera con el Informe Rockefeller ordenado por Nixon), lo cual
crearía la impresión de una gran improvisación en la conducción de
las relaciones interamericanas.

El informe en discusión lleva el nombre de Sol Linowitz, presidente
de la Commission on US-Latin American Relations, la cual redactara
este estudio. Esta comisión ha sido creada bajo los auspicios del Center
for ínter-American Relations, una organización privada cuyo objeto
es «estimular en Estados Unidos la comprensión de los demás pueblos
del hemisferio occidental», y que tiene por fundador y presidente ho-
norario a David Rockefeller (he aquí de nuevo la Rockefeller con-
nection).

Linowitz ha sido embajador ante la OEA (1966-69) y actualmente
es socio principal de uno de los mayores estudios de abogados nor-
teamericanos, Coudert Brothers, el cual tiene oficinas en el exterior
y que defiende los intereses de las grandes compañías norteamerica-
nas. Linowitz ha desempeñado altas responsabilidades en empresas
transnacionales, como Xerox International.

Entre los demás componentes de la comisión que redactó este In-
forme se encuentran principalmente31 profesores universitarios32 y
representantes de empresas con grandes intereses en la región33.

El Informe Linowitz ha aparecido en dos versiones. La primera fue
elaborada en octubre de 1974, y fue publicada en mayo de 1975 en
una obra que contiene varias monografías sobre problemas interame-
ricanos 34. La otra edición apareció el 20 de diciembre de 1976, bajo
el título «The United States and Latin America: Next Steps» 35. Esta

3" Acerca de la «Trilateral Commission», véase The\ Boston Phoenix, Boston, 28 de julio
de 1977, p . 18.

si En t r e los demás miembros de esta Comisión se c u e n t a n : GEORGE HARRAR (Rockefeller
Foundat ion) , THOMAS MESSER (Solomon Guggenhe im Museum) y RITA HAUSEE (estudio jurídico
«Stroock, Stroock y Lavan»).

32 HARRISON BROWN (California Ins t i tu te of Technology), ALBERT FISHLOW (Berkeley Univer-
sity), RICHARD GARDNER (Columbia Uriiversity), ALEXANDER HEARD (Vanderbi l t Universi ty) , THEO-
DOBE HESBURGH (Universi ty of Notre Dame), SAMUEI HUNTINGTON (Harva rd Universi ty) , GEORGE
LODGE (Harvard Universi ty) , ARTURO MORALES-CARRIÓN (Univers idad de Puer to Rico) y CLIETON
WHARTON (Michigan Sta te Universi ty) .

33 MICHAEL BLUMENTHAL (Bendix Corporat ion) , ANDREW HEISKELL (Time Inc.), LEE HI IAS
(Knight Newspapers , Inc.), NICHOIAS DE B. KATZENBACH (IBM Corpora t ion) , CHARLES METER
(Sears, Roebuck & Company) , PETER PETERSON (Lehman Brothers) y NATHANIEL SAMUELS (Louis
Dreyfus Holding Company, Inc.).

34 The Americas in a Changing World; A Report of the Commission on United States-
Latin American Relations, New York, The New York Times Book Co., 1975.

35 The United States and Latin America: Nex Steps; A Second Report by the Commis-
sion on United States-Latin American Relations.
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nueva versión obedeció a la necesidad de acomodar los antiguos aná-
lisis a un programa de carácter presidencial. Considerando su mayor
importancia política, este artículo sólo se refiere a esta última edición.

Las ideas sobre las cuales se funda el Informe Linowitz son las
siguientes: se debe terminar con el paternalismo y la idea de la
«relación especial»36 que ha caracterizado las relaciones interamerica-
nas por cerca de un siglo y medio; es necesario reafirmar el más
absoluto respeto a la soberanía nacional de cada país; América La-
tina no representa un peligro estratégico para la seguridad de Estados
Unidos, y no se percibe ninguna amenaza seria, interna o externa,
a la seguridad del hemisferio occidental; los problemas económicos
son los más urgentes para los iberoamericanos, pero Estados Unidos
debe examinarlos dentro de un contexto mundial sin necesidad de
adoptar una política económica internacional especial para el conti-
nente americano; es necesario contar con la colaboración de América
Latina si se quieren mejorar las relaciones interamericanas, lo cual
supone cambiar la posición tradicional de Estados Unidos; la nueva
Administración norteamericana debería dar prioridad al mejoramien-
to de las relaciones interamericanas, lo cual permitiría un diálogo más
eficaz con todos los países en desarrollo; se identifica el problema
del Canal de Panamá como la materia más crítica en las actuales
relaciones interamericanas.

El Informe Linowitz contiene 28 recomendaciones, que a continua-
ción, y con el permiso y la paciencia del lector, se reproducen textual-
mente37, considerando su enorme importancia para comprender las
futuras acciones de Estados Unidos:

1. La nueva Administración debería declarar con prontitud
su total respeto a la soberanía de cada nación latinoamericana,
como asimismo comprometerse a no llevar a cabo ninguna inter-
vención militar unilateral o intervención encubierta en los asun-
tos internos de uno de estos países.

2. El nuevo Gobierno debería negociar rápidamente con Pa-
namá un nuevo tratado sobre el Canal. Miembros de los partidos
demócrata y republicano, como del Senado y la Cámara de Dipu-
tados, deberían participar en estas discusiones. El presidente de-

36 La «special relationship» ha sido el eufemismo usado por los gobiernos y autores nor-
teamericanos para referirse a la situación de dependencia en que se encuentra América
Latina con respecto a Estados Unidos.

3' Traducción del autor. Generalmente este tipo de textos aparecen en forma de anexos
en artículos y libros. Sin embargo, considerando que forma parte del derecho consuetudi-
nario del lector saltarse esos anexos, y que estas recomendaciones son importantes para
conocer la política de Estados Unidos, he decidido arriesgarme a que la lectura termine
aquí.
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bería señalar a la opinión pública de Estados Unidos por qué es
deseable y urgente la adopción, en condiciones equitativas, de un
nuevo tratado con Panamá.

3. La Administración de Cárter debería cumplir cabalmente
con las disposiciones legales que ordenan informes periódicos acer-
ca de la forma como se protegen los derechos humanos, y debería
reforzar su capacidad interna con respecto a la evaluación de las
supuestas violaciones a estos derechos ocurridas tanto en las Amé-
ricas como en otros continentes. La responsabilidad de formular
e implementar la política de Estados Unidos respecto a la violación
de los derechos humanos debería ser permanente y estar a cargo
de una comisión a alto nivel dentro del Gobierno.

4. El Gobierno de Estados Unidos debería firmar y apoyar la
ratificación de la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos y la Convención Internacional sobre Derechos Civiles y Polí-
ticos.

5. El Gobierno de Estados Unidos debería apoyar los movi-
mientos que persiguen reforzar la independencia, acceso y aumen-
to de personal de los mecanismos regionales americanos dedicados
a examinar la situación de los derechos humanos, especialmente
la Comisión Interamericana sobre Derechos Humanos, la Comisión
de Derechos Humanos de las Naciones Unidas y organizaciones
no gubernamentales que se dedican a estudiar violaciones a los
derechos humanos.

6. Con el objeto de determinar si acaso algún Gobierno está
comprometido en violaciones evidentes y sistemáticas a los dere-
chos humanos, Estados Unidos debería considerar los informes
preparados por la Comisión sobre Derechos Humanos de las Na-
ciones Unidas, la Comisión Interamericana sobre Derechos Huma-
nos e instituciones privadas, como Cruz Boja Internacional, Comi-
sión Internacional de Juristas y «Amnesty International». También
se debería tomar en cuenta el grado de cooperación que el Go-
bierno cuestionado preste a la investigación de esas organiza-
ciones.

7. El Gobierno de Estados Unidos debería aclarar su determi-
nación de no conceder ayuda militar o vender equipo militar
o policíaco a países que se determine que sus Gobiernos o fuerzas
de seguridad cometen violaciones sistemáticas y evidentes a los
derechos fundamentales. Tampoco el Gobierno de Estados Unidos
debería poner a disposición de ningún país equipos, los cuales
se crea fundadamente que sp puedan usar en la supresión de los
derechos humanos.

8. Al proveer ayuda tconómica bilateral o asistencia a través
de organizaciones multilaterales, Estados Unidos debería evitar
otorgar su apoyo a regímenes que sistemática y claramente violan
derechos humanos fundamentales. Debería evitarse la adopción
de medios de acción automáticos y absolutos, asimismo los pueblos
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no deberían de sufrir las consecuencias de acciones efectuadas por
sus Gobiernos; pero, al mismo tiempo, cuando se otorgue ayuda
destinada a los sectores más necesitados de la población, Estados
Unidos no debería fomentar de ninguna manera medidas represi-
vas o dejarse asociar con Gobiernos que ejercen represiones bru-
tales.

9. Estados Unidos debería considerar el uso de sus embajadas
como lugares de refugio temporal por personas que huyen debido
a su ejercicio de derechos civiles y políticos básicos, y debería
facilitar sistemáticamente los procedimientos de inmigración a las
víctimas de represión política, independientemente de la ideología
de éstas.

10. La nueva Administración debería buscar modos de re-
abrir, gradual y recíprocamente, el proceso de normalización de
relaciones con Cuba. Esta Comisión no puede tener la presun-
ción de ofrecer proyectos de negociación al Gobierno, pero re-
comienda que se emprenda una serie de acciones recíprocas,
entre las cuales se cuenten éstas:

a) El presidente debería afirmar la determinación del Go-
bierno de Estados Unidos de usar su poder en la forma más
amplia permitida por la ley con el objeto de prevenir acciones
terroristas contra Cuba o cualquier otro país o contra ciudada-
nos estadounidenses, y arrestar y procesar a quienes cometen
estas acciones. Esta Comisión espera que, de esta manera, Cuba
evite la interrupción del acuerdo sobre secuestros aéreos.

b) Luego, representantes de la Administración de Cárter de-
berían indicar a representantes cubanos que Estados Unidos está
preparado para levantar el embargo de alimentos y medicinas,
y entrar en una serie de negociaciones con Cuba, en las cuales
se examinen todos los problemas pendientes entre las partes. Esta
acción de Estados Unidos debería ocurrir siempre que Cuba dé
garantías satisfactorias que:

1.° Está preparada para dar una respuesta pública, pronta
y apropiada (como, por ejemplo, la liberación de prisioneros es-
tadounidenses);

2.° Sus tropas están siendo retiradas de Angola, y se abs-
tendrá de intervenir militarmente en otros lugares, y

3.° Respetará el principio de autodeterminación y no inter-
vención en cualquier lugar, y especialmente en Puerto Rico.

Una respuesta satisfactoria de Cuba podría conducir a nego-
ciaciones más importantes y amplias, que se deberían desarrollar
en forma paulatina y con el objeto de efectuar concesiones re-
cíprocas.

11. La nueva Administración debería explorar y alentar a
todo nivel (mundial, regional o subregional), que sea apropiado
y posible, los esfuerzos hechos con el objeto de establecer acuer-
dos de limitación de armas convencionales entre países provee-
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dores y consumidores. Como una forma de prevenir el aumento
de la carrera armamentista, la nueva Administración debería
tratar de negociar la armonización de los programas de venta
de armas y políticas crediticias de las naciones proveedoras.

12. Es primordial que Estados Unidos asegure que cualquiera
de sus transferencias de tecnología nuclear o material atómico a
otras naciones dependa de la implementación de estrictas medidas
de protección internacionales y que esta tecnología sea provista
preferencialmente a aquellos estados que sean partes del Tratado
de no Proliferación Nuclear. La nueva Administración debería
tratar de retardar la explotación de plantas nucleares reprocesa-
doras o enriquecedoras de material atómico. Asimismo, Estados
Unidos debería alentar nuevas adhesiones al Tratado sobre Prohi-
bición de Armas Nucleares en América Latina (1967) y considerar
la eliminación de sus objeciones al Protocolo primero de esta con-
vención. El nuevo Gobierno debería afirmar que consideraciones
basadas en no proliferación nuclear constituirá uno de los mayo-
res factores en el diseño de la política de Estados Unidos hacia
el resto de las naciones.

13. A comienzos de 1977, Estados Unidos debería tomar la
iniciativa en hacer estudiar la concesión inmediata de un aumen-
to general al capital del Banco Mundial, el cual permita satisfacer
las necesidades de éste hasta mediados de 1980. Asimismo, Estados
Unidos debería apoyar un aumento continuo y significativo de
las cantidades que el Banco Interamericano de Desarrollo destina
a préstamos. Además, el Congreso debería actuar con prontitud
con el objeto que Estados Unidos cumpla sus compromisos con-
traídos con el Banco Mundial y el Banco Interamericano de Des-
arrollo.

14. Paulatinamente, Estados Unidos debería terminar con su
programa de ayuda bilateral hacia los países de ingresos medios
y concentrar sus esfuerzos en los estados más pobres.

15. E] Congreso de Estados Unidos debería cumplir sus com-
promisos pendientes con la cuarta provisión de fondos de la «In-
ternational Development Association» CIDA), y los poderes ejecu-
tivo y legislativo deberían acordar inmediatamente la total
participación de Estados Unidos en la quinta provisión de fondos
de una manera tal que se permita un aumento real de los re-
cursos de IDA.

16. El Presidente debería encargar a un comité coordinador
a alto nivel, dentro del Gobierno de Estados Unidos, que conduzca
exámenes periódicos y estructurales de los problemas relaciona-
dos con todos los movimientos de capital, privado y público, en
los países en desarrollo.

17. Estados Unidos debería iniciar consultas con América
Latina respecto a estrategias y posiciones conjuntas en las negocia-
ciones multilaterales de Comercio de Ginebra, con el objeto de:
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a) Armonizar los distintos sistemas nacionales de preferen-
cias comerciales; incrementar el radio de estas preferencias de
modo de alcanzar un mayor número de productos manufactura-
dos y agrícolas procesados, y eliminar, o al menos aliviar, los
actuales límites en el monto permitido de comercio;

b) Modificar el esquema de preferencias comerciales con el
objeto de alentar la integración regional de los países en des-
arrollo;

c) Reducir los efectos comerciales que acarrean los aumen-
tos de aranceles para materias primas procesadas;

d) Definir reglas aceptables referentes a subsidios de ex-
portación y tratamiento preferencial para países en desarrollo
cuando éstos impongan aranceles de compensación (counter-
vailing duties);

e) Reducir y eliminar gradualmente todas aquellas barreras
arancelarias, como cuotas de productos y acuerdos de restricción
voluntaria de exportación, cuyo efecto es inhibir a largo plazo
la expansión y diversificación de las exportaciones de los países
en desarrollo;

f) Desarrollar medidas que mitiguen las consecuencias ad-
versas de los esquemas de comercio que están en vigor entre
las Comunidad Europea y ciertos países en desarrollo, o eliminar
tales esquemas comerciales, siempre que sea posible, y

g) Establecer sanciones para cierres de mercados al margen
de la ley que no estén de acuerdo con los principios de la «Ge-
neral Agreement on Tariffs and Trade» (GATT) y fomentar la
armonización de políticas nacionales de ajuste.

18. El Congreso de Estados Unidos debería revocar la cláu-
sula discriminatoria, referente al sistema general de preferencias
arancelarias, de la «Trade Act» de 1974'38, con el objeto de
excluir a aquellos miembros de los países exportadores de pe-
tróleo (OPEP) que no participaron en el embargo contra Estados
Unidos39.

19. El Gobierno de Estados Unidos deberla presentar rápida-
mente un plan propio que contemple adecuadamente las fluctua-
ciones de precios de las mercaderías y la disminución en las
ganancias por concepto de exportaciones. La nueva Administra-
ción debería consultar en estas materias con los países iberoame-
ricanos que se encuentran en los mercados en la privilegiada
situación de ser, al mismo tiempo, compradores y vendedores.

20. El Presidente debería nombrar un coordinador a alto
nivel que acelere dentro de Estados Unidos los preparativos
y movilice apoyo del sector privado respecto a la Conferencia

38 Qu e excluyó a los países exportadores de petróleo de preferencias comerciales, entre
ellos a Ecuador y Venezuela, a pesar de que estas naciones aumentaron sus exportaciones de
este combustible a Estados Unidos durante el período del embargo.

® Esta medida está destinada a favorecer a Ecuador y Venezuela.

26



ESTADOS UNIDOS E IBEROAMÉRICA BAJO LA PRESIDENCIA DE CÁRTER

de las Naciones Unidas sobre Ciencia y Tecnología que se ce-
lebrará en 1979.

21. Conjuntamente con organizaciones regionales iberoame-
ricanas, Estados Unidos debería ayudar a establecer en América
Latina instituciones multinacionales de ciencia e investigación
dedicadas a desarrollar tecnología y promover asistencia técnica
y cooperación científica horizontal entre los países de la región.

22. El presidente Cárter debería reemplazar la política enun-
ciada en enero de 1972 sobre expropiación por una declaración
que defina claramente la actitud de Estados Unidos sobre la
protección de los legítimos intereses económicos de este país en
el extranjero; asimismo se deberían identificar instrumentos al-
ternativos que resuelvan las disputas por nacionalización, sin que
sea necesario recurrir a sanciones económicas.

23. Esta Comisión apoya los recientes esfuerzos hechos por
Estados Unidos en las Naciones Unidas para negociar un nue-
vo tratado en que se requiera una divulgación más extensa
y armonizada de la información proporcionada por empresas
transnacionales y se establezcan sanciones apropiadas relativas
a sobornos y extorsiones cometidas por sociedades privadas o
representantes gubernamentales. El nuevo Gobierno debería pre-
sionar vigorosamente para obtener la aprobación internacional
a este nuevo tratado.

24. Estados Unidos debería adoptar una posición de lide-
razgo en la fortificación del Comité de Desarrollo del Fondo
Monetario Internacional y Banco Mundial con el objeto de que
este Comité sirva como un grupo de trabajo que movilice re-
cursos para destinarlos a prioridades convenidas de desarrollo
y examine y evalúe la implementación ocurrida en las transfe-
rencias de recursos.

25. Esta Comisión comparte otros estudios anteriores (que
incluyen el «Panel on International Information, Education and
Cultural Relations» o «Stanton Panel» y la «Commission on the
Organization of the Government for the Conduct of Foreign
Policy» o «Murphy Commission»), los cuales recomiendan que
en la diplomacia de Estados Unidos se separen claramente las
relaciones culturales de las funciones propiamente políticas. La
labor de los agregados culturales en las embajadas y perso-
na] dedicado a las relaciones culturales internacionales en Wash-
ington debería recibir un aumento de recursos financieros y radio
de acción.

26. Se necesita aumentar considerablemente los recursos que
financian la «Fulbright-Hays Act» y el título VI de la «National
Defense Education Act». De esta manera se podría proveer fon-
dos para cubrir importantes nuevos programas destinados a
aumentar el conocimiento, comprensión y conciencia sobre Amé-
rica Latina entre los norteamericanos.
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27. Los 10 millones de dólares que ahora han sido autoriza-
dos para financiar investigaciones avanzadas sobre asuntos ex-
teriores bajo la «International Education Act» de 1966 deberían
ser distribuidos por el Congreso.

28. Debería crearse un nuevo Consejo sobre Relaciones Cul-
turales entre Estados Unidos y América Latina para exami-
nar el estado general de estos vínculos y desarrollar programas
específicos en materia de artes y humanidades. Con este propó-
sito, fondos iniciales deberían ser provistos por la «National En-
dowment for the Arts», «National Endowment for the Humani-
ties» y, si es posible, por instituciones similares latinoamericanas.

Aparte del Informe Linowitz que, como se ha dicho, cumple una
función extraoficial, la única declaración de principios global hacia
América Latina emitida por Cárter se encuentra en su discurso ante
el Consejo de la OEA (14 de abril), citado anteriormente. Este men-
saje sólo refleja las ideas del Informe Linowitz. Entre las pocas ideas
nuevas que contiene se destacan éstas: es necesario adaptar las ins-
tituciones interamericanas a las nuevas realidades políticas y eco-
nómicas; las relaciones de Estados Unidos con América Latina se
han tornado más equilibradas a medida que los países iberoameri-
canos han comenzado a jugar un papel más independiente e impor-
tante en la política mundial; el hecho de que ahora Estados Unidos
busca diseñar políticas que tengan en cuenta las particularidades
de cada país latinoamericano no significa que se pretende dividirlos
o separarlos del resto del mundo; Estados Unidos desea entrenar
técnicos latinoamericanos para que éstos hagan mejor uso de la infor-
mación recogida por los satélites norteamericanos, como una primera
muestra de su intención de prestar una ayuda efectiva de carácter
científico y técnico; se requiere establecer una mayor cooperación
interamericana respecto a problemas que trascienden las fronteras,
como tráfico de drogas y terrorismo internacional; Estados Unidos
pretende fortalecer la OEA4D; Estados Unidos apoya los esfuerzos lati-
noamericanos para lograr una integración regional o subregional.

40 Sin embargo, el canciller VÍNCE ha propuesto rebajar el aporte norteamericano al
presupuesto de la OEA del 66 por 100 al 49 por 100. También Estados Unidos ha manifestado
su deseo de que Ecuador y Venezuela aumenten su participación en este financiamiento.

Algunos observadores han creído que esta actitud norteamericana obedece a la intención
de disminuir las críticas contra Estados Unidos por su dominación dentro de esa orga-
nización.
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Esta sección se dedica a examinar quiénes son los hombres claves
encargados de la aplicación de la política de Cárter hacia Ibero-
américa.

El nombramiento de algunas de esas personalidades ha tenido
cierto revuelo. Desde luego, la elección de ciertos embajadores que
han de servir en América Latina ha creado disgustos en ciertos círcu-
los del Partido Demócrata. Harry Shlaudeman fue designado en Perú,
a pesar de que en 1976 se le acusó de no haber informado al Congreso
acerca de su conocimiento de las actividades subversivas en Chile,
lugar en el cual trabajara antes del golpe militar. En ese entonces,
Shlaudeman logró su nombramiento como subsecretario de Estado
para Asuntos Interamericanos, no obstante estas críticas. En El Sal-
vador, Sally Shelton (primera embajadora en América Latina) repre-
senta a Estados Unidos. Shelton se ha destacado en el pasado en
la defensa de los derechos humanos. El Salvador constituye una de
las mayores pruebas a la política de Cárter sobre derechos humanos
considerando las serias acusaciones hechas respecto a la violación de
éstos, incluyendo la desaparición de un ciudadano norteamericano *\
que se cree ha sido asesinado por la policía. En el cono sur, dos miem-
bros de minorías raciales han sido designados embajadores: en Ar-
gentina, Raúl Castro, chicano42, y en Chile, David Carlisle, un inge-
niero civil de raza negra que estudió en la academia militar de West
Point, circunstancia que hizo pensar, equivocadamente, que facilitaría
el contacto con la junta de gobierno. Más tarde, Carlisle fue reempla-
zado por George Landau. En México fue designado Patrick Lucey, ex
gobernador de Wisconsin, quien hace poco recibió una tajante nega-
tiva del gobierno de López Portillo a su ofrecimiento de ayudar a
conseguir créditos externos si éstos se dedicaban a desarrollar los
recursos petrolíferos mexicanos.

El cargo de embajador ante la OEA ha recaído en el ex senador
Gale McGee, quien ha sido un ardoroso defensor de la renegociación
del tratado del Canal de Panamá. Este nombramiento confirma el

41 RONALD J. RlCHAKDSON.
42 En el extranjero a veces se piensa que chicano es una expresión peyorativa. Lejos de

ello. En efecto, algunos latinoamericanos o descendientes de éstos que viven en Estados
Unidos desean que chicano comprenda no sólo a los descendientes de mexicanos que son
ciudadanos norteamericanos, sino que a todos los «Latins» con residencia en este país. Estos
descendientes de mexicanos se dan a sí mismos el nombre de chícanos: no se trata de una
expresión impuesta sobre ellos. Este autor se siente honrado de ser considerado un «chicftno
honorario».
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interés de Cárter por firmar un nuevo convenio con Panamá. Se dice,
sin embargo, que McGee es un burócrata sin imaginación ni iniciativa.

Una de las designaciones más difíciles fue la del diplomático de
carrera, de raza negra, Terence Todman en el puesto de subsecretario
de Estado para Asuntos Interamericanos. Grupos y personalidades
interesadas en América Latina trataron de evitar este nombramiento
porque se considera que Todman no romperá totalmente con la polí-
tica anterior hacia Iberoamérica. Aquéllos han alegado que Todman
tiene sólo dos años de experiencia en América Latina43 y no ha demos-
trado ninguna preocupación por la situación de los derechos humanos
en la región **; además, se ha dicho que esta designación sólo obedece
a motivos de política interna. Se rumorea que Todman considera
«comunista» cualquier intento reformista y que está relacionado con
el American Institute for Free Development45, que desde la década
de 1950 ha actuado conjuntamente con la Central Intelligence Agency
(CÍA) en contra de grupos laborales comunistas en América Latina.

VI

En este capítulo se analiza la situación práctica de las relaciones
interamericanas en 1977.

En su primera semana como gobernante (enero de 1969), Nixon
tuvo que afrontar una grave crisis en América Latina. En ese mes,
Perú nacionalizó la International Petroleum Company, dándose lugar
entonces al fenómeno conocido como «peruanismo». En cambio, Cárter
no ha tenido que sufrir tensiones de esta clase en un período seme-
jante, a pesar de ciertos choques iniciales en materia de derechos
humanos.

Además de los derechos humanos, los problemas más urgentes que
Estados Unidos debe enfrentar en sus relaciones interamericanas
son: armamentismo, no proliferación nuclear, barreras arancelarias
a productos manufacturados latinoamericanos, vigencia de un nuevo
tratado sobre el Canal de Panamá, restablecimiento de relaciones
diplomáticas con Cuba, independencia de Puerto Rico, inmigrantes

43 Ha sido embajador en Costa Bica pp r dos años . En este cargo mostró pasividad ante
dos de los mayores problemas de este pa ís : eliminación de las cuotas que restr ingen las
exportaciones de carne y azúcar y extradición de ROBEBT VESCO.

44 LAWHENCE R. BIRNS, director del «Council on Hemispheric Affairs», ha alegado esta
falta de interés por los derechos humanos en América Latina. Véase The New York Times,
13 de enero de 1977, p . 9.

45 La S3cción internacional de la mayor organización laboral norteamericana, AFL-CIO
(«American Federation of Labor-Congress of Industr ial Organizations»).
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ilegales latinoamericanos (especialmente mexicanos), asilo político a
disidentes latinoamericanos, esfuerzos por controlar el capital extran-
jero y las empresas transnacionales, rivalidad creciente entre Argén-
tina, Brasil y México por conquistar el liderazgo de América Latina,
problemas fronterizos entre países latinoamericanos y el Desarrollo
Económico de este continente, materia que no en vano se debe escri-
bir con mayúsculas.

Con el objeto de demostrar su simpatía hacia América Latina,
Cárter mandó en el mes de mayo a su esposa en una gira de doce
días, en la cual recorrió Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, Ja-
maica, Perú y Venezuela.

El envío de estas misiones forma parte de la política tradicional
de Estados Unidos hacia Iberoamérica, práctica que se remonta a
1817, fecha en la cual ese país mandó a Hispanoamérica una dele-
gación de doce personas, presidida por Theodorick Bland, con el en-
cargo de nombrar un cónsul general de entre sus miembros ante los
gobiernos que se consideraran estables. Desde entonces Estados Uni-
dos ha enviado misiones al sur cada vez que ha querido mostrar
su buena voluntad o cuando las relaciones se han tornado frías, peli-
grosas o inestables. Entre estas embajadas se cuentan las de Adlai
Stevenson, David Rockefeller, William Rogers, Henry Kissinger y una
de triste memoria de Richard Nixon46.

Esta clase de delegaciones, incluyendo la de Rosalynn Cárter, ha
tenido escasa importancia práctica y ningún impacto en la opinión
pública latinoamericana (salvo cuando a ésta se le permite demostrar
contra los yanquis). A menudo estas misiones recuerdan la historia
de los grandes imperios que mandaban emisarios a sus colonias, las
cuales se debían mostrar satisfechas con la enorme gracia que se les
concedía. Muchas veces las cancillerías latinoamericanas han pedido
que altos representantes de Estados Unidos vayan a América La-
tina, pero estos mensajes son mal interpretados en Washington: allí
se cree que se les está pidiendo un favor, cuando lo que se solicita
es una relación interamericana más igualitaria. En efecto, los presi-
dentes y ministros latinoamericanos deben ir a la Casa Blanca, pero
los moradores de esta mansión se sienten exceptuados de atravesar
el río Grande.

No obstante el carácter aséptico e inodoro de la gira de la señora
Cárter47, ésta demostró las preferencias del presidente norteamericano

46 Un recuento autobiográfico de esta jira se puede leer en RICHARD NIXON: Seis Crisis,
Barcelona, Ediciones G. P., 1967, pp. 209-265.

47 Cuando se ha querido verdaderamente hablar de negocios, se ha mandado, por ejem-
plo, al canciller VANCE a Brasil.
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por los gobiernos democráticos, como se puede ver en los países visi-
tados y el ardoroso apoyo dado por esta misión a los planes electo-
rales de Ecuador (incluso Rosalynn Cárter se entrevistó con el presi-
dente del tribunal electoral supremo de ese país). La embajadora
norteamericana visitó sólo tres dictadores: los de Brasil, Ecuador y
Perú. Con respecto a Ecuador ya se ha hecho notar la intención que
se perseguía. Brasil ha tenido, especialmente desde los días de Kis-
singer, un status especial dentro de la política exterior de Estados
Unidos debido a su importancia económica y militar. Quizá se pre-
firió pasar por Perú, en lugar de otros asientos de dictadores, para
demostrar que ahora Estados Unidos no siente pánico por los gobier-
nos izquierdistas (aunque es discutible si se puede dar este apellido
al presente régimen peruano); así se podría explicar también la acti-
tud de gran cordialidad que la señora Cárter mostró hacia el jefe de
Estado jamaicano.

Hasta el momento, el paso más importante dado por Cárter en
las relaciones interamericanas ha sido la firma de un nuevo tratado
con Panamá, que fue precedida por catorce años de inútiles discu-
siones. Sol Linowitz fue el principal representante de Cárter en la
renegociación de este convenio sobre un canal que ya no es económica
o militarmente importante para Estados Unidos (sólo el 10 por 100
de su comercio exterior transita por allí y los grandes portaaviones
y buques no pueden hacerlo).

El nuevo tratado establece un aumento gradual de la participación
de Panamá en la defensa y operación del canal hasta el año 2000,
fecha en la cual estas funciones le corresponderán totalmente. Con-
forme al tratado de neutralidad anexo al convenio principal, ambos
países acuerdan que el canal será neutral y que se garantizará el
derecho a prioridad y tránsito de los buques de guerra norteameri-
canos. Estados Unidos se reserva el derecho a intervenir militarmente
en cualquier momento con el objeto de hacer respetar la neutralidad
del canal.

Buenas razones ha tenido Cárter para firmar este tratado al
comienzo de su mandato. Desde luego, era necesario mostrar con
hechos que ahora Estados Unidos desea basar las relaciones inter-
americanas en el respeto a la soberanía de cada país latinoame-
ricano, por muy pequeño que éste sea. Por otra parte, en pocas ma-
terias se encuentra el Tercer Mundo tan unido como frente al problema
del Canal de Panamá, y un nuevo diálogo con los países en desarrollo
requería afirmar con hechos un nuevo espíritu. Además, incluso na-
ciones industrializadas, como Francia, han dado su apoyo a Panamá
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y este asunto se ha transformado en motivo de acusación universal
contra Estados Unidos. Asimismo el problema del Canal de Panamá
es una materia internamente delicada en una sociedad en la que
muchos creen que Estados Unidos tiene tanto derecho al canal como
al río Mississippi. Así, este tratado no se podría haber firmado en una
fecha inmediatamente anterior a una elección presidencial o parla-
mentaria.

En 1977 el gobierno de Cárter ha volcado todas sus fuerzas en
conseguir que el Congreso ratifique este convenio y adopte su pro-
grama sobre energía. Es posible que la votación en el Congreso se
aplace hasta 1979. Primitivamente se ha creído que ésta podría tener
lugar en marzo o abril de 1978, pero en noviembre son las elecciones
parlamentarias, y, además, la obligación que Estados Unidos con-
trae de pagar cerca de dos millones de dólares a Panamá en los
próximos veinte años para la manutención del canal ha hecho pensar
que la Cámara de Diputados también debería intervenir en la dis-
cusión de la ratificación, con lo cual el debate se alargarla, más de
lo esperado. Se prevé que la votación será estrecha, aunque los es-
fuerzos de Cárter y la declaración del presidente Torrijos respecto
a la defensa norteamericana de la zona a partir del año 2000 y el
paso expedito de los buques de Estados Unidos podrían cambiar
el panorama. Por otra parte, Torrijos ha dado algunos pasos hacia la
democratización del país con el objeto de evitar que el Senado nor-
teamericano vincule el problema del canal con el de los derechos
humanos.

Cárter ha debido afrontar una dura oposición al nuevo tratado, la
cual ha tenido entre sus líderes más renombrados a Ronald Reagan.
Por ejemplo, en noviembre la American Conservative Union patro-
cinó un programa de televisión de treinta minutos en contra del
tratado en 29 estaciones de Florida, Louisiana y Texas, a un costo
de 65.000 dólares. Este programa, titulado «There is no Panamá Canal:
There is an American Canal in Panamá», en el cual aparecen varios
senadores derechistas, será mostrado en otras 45 estaciones del sur
y sudoeste de Estados Unidos y, si se consiguen más fondos, en 18
otros estados de la Federación norteamericana. Los opositores al tra-
tado, que entre otras cosas alegan que no se debe incurrir en un
«nuevo Vietnam», sólo necesitan 34 votos para impedir la ratificación.
Si ésta no se logra, Estados Unidos se verá en una difícil situación
internacional (por ejemplo, enfriamiento de las relaciones interame-
ricanas y rebrotes de nacionalismo en Iberoamérica) y deberá afron-
tar serios peligros de ataques guerrilleros en la zona del canal.
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El 7 de septiembre, con ocasión de la firma del nuevo tratado,
se reunieron en Estados Unidos, a invitación de la OEA, los gober-
nantes de la mayoría de los países latinoamericanos, dándose lugar
entonces a un raro espectáculo, que la expresión inglesa extravaganza
describe mejor, en el cual tomaron parte dictadores de todos los pela-
jes. Cárter ha sido duramente criticado por haberse entrevistado con
algunos de éstos. Pero esta circunstancia permitió al presidente nor-
teamericano tener la oportunidad, al poco tiempo de asumir el poder,
de intercambiar opiniones con la casi totalidad de los jefes de Estado
de las Américas, sin perjudicarse demasiado considerando las razones
que trajeron a éstos a Estados Unidos. A su vez esta ocasión fue
aprovechada por los representantes latinoamericanos para discutir
importantes materias con Cárter. Argentina buscó establecer una polí-
tica conjunta con Estados Unidos, Colombia y Venezuela sobre dere-
chos humanos; Perú deseó el apoyo norteamericano en sus problemas
con el Fondo Monetario Internacional; Ecuador y Venezuela persi-
guieron el levantamiento de la discriminación arancelaria que los
afecta por ser miembros de OPEP; Colombia manifestó su preocu-
pación por el tráfico internacional de drogas y la situación en el
mercado mundial del café. Por su parte, Chile usó la oportunidad
para tratar de mejorar su imagen internacional, en tanto que los
miembros del Pacto Andino buscaron una salida a los problemas de
este sistema de integración económica. Discusiones sobre problemas
fronterizos fueron celebradas entre los presidentes de El Salvador y
Honduras; Bolivia, Chile y Perú, y Ecuador y Perú. Además, Guate-
mala solicitó el apoyo norteamericano para tratar la cuestión de
Bélice.

Las conversaciones para reanudar las relaciones con Cuba se han
estancado, a pesar de que en enero y febrero el canciller Vanee se
mostrara optimista con respecto a esta posibilidad. Han contribuido
a la presente situación de estas negociaciones los recientes informes
que indican que el número de cubanos en África ha aumentado48.
Además, la mala cosecha en Cuba y la disminución del precio mun-
dial del azúcar han reducido las presiones de los hombres de negocio
de Estados Unidos sobre su gobierno, porque ahora éstos creen que
la isla no ofrece las mismas buenas perspectivas de antes como mer-
cado norteamericano.

48 Algunos observadores han indicado que el número de cubanos en África, excepto en
Angola, no ha aumentado. Lo que había ocurrido es que ahora se les ha querido «des-
cubrir».
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A pesar de la lenta marcha de estas discusiones, actualmente las
partes poseen un acuerdo sobre delimitación marítima y un convenio
relativo a la pesca49; además, Cuba ha dado su consentimiento tácito
a la continuación del tratado referente a la piratería aérea50. Por otra
parte, funcionan «secciones de interés» norteamericana en la emba-
jada suiza en La Habana y cubana en la embajada checoslovaca en
Washington. Estas oficinas han permitido otorgar visas, reunir fami-
lias y fomentar el intercambio académico, científico y cultural.

En el futuro, los puntos más difíciles de. negociar entre Estados
Unidos y Cuba serán: control de las actividades de los exiliados
cubanos; compensación a la propiedad norteamericana expropiada
en 1959; levantamiento del boicot comercial; existencia de la base
militar de Guantánamo; apoyo de Cuba a Angola y a la independen-
cia de Puerto Rico.

Este último punto nos trae una novedad en las relaciones inter-
americanas. Ahora Estados Unidos no considera el destino de Puerto
Rico como una materia de su exclusiva competencia interna y ha
apoyado el principio de autodeterminación del pueblo de la «isla del
encanto»51. Desde luego, en septiembre Estados Unidos, por primera
vez, participó en el Comité de Descolonización de las Naciones Unidas
en la discusión del proyecto cubano relativo a la independencia de
Puerto Rico. Esta nueva actitud, y las tácticas adoptadas por la poten-
cia norteamericana, permitieron por tercera vez aplazar (luego de una
votación de once a favor y siete en contra) para el próximo año la
discusión de la propuesta cubana.

La política de Cárter sobre derechos humanos en Iberoamérica
ha despertado grandes polémicas. Algunos observadores se han mos-
trado satisfechos con los resultados de las presiones de Estados Uni-
dos 52; los gobiernos militares habrían liberado prisioneros políticos,
y Bolivia, Chile, Ecuador, Perú y Uruguay han anunciado la vuelta
a regímenes democráticos (lo cual basta para muchos, aunque los
plazos sean largos, las reglas del juego desconocidas y falte quien
garantice que el viento no se llevará las promesas). Otros, en cambio,
creen que Cárter es un bufón en su defensa de los derechos humanos

49 Ambos acuerdos fueron negociados a alto nivel en el Roosevelt Hotel, de New York.
El secretario de Estado, TERENCE TODMAN, representó a Estados Unidos, y el subsecretario de
Relaciones Exteriores, PELEGRIN TORRAS, a Cuba.

so El convenio sobre piratería aérea debía terminar el 15 de abril, seis meses después
de que Cuba notificara su intención de ponerle fin luego del atentado aéreo cometido en
Barbados.

si «Isla del Encanto» o «Borínquen» son los nombres que generalmente los puertorrique-
ños dan a su país.

5? Véase, por ejemplo, el artículo, de AKTHONT LEWIS en The New York Times, 28 de fe-
brero de 1977, p. 27. . . . . . ..
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y apuntan especialmente a la continua concesión de ayuda económica
a las dictaduras53.

La política de Cárter sobre derechos humanos ha recibido su bau-
tismo de fuego en América Latina debido al crecido número de go-
biernos militares en este continente M. Este hecho, unido a la acusación
de que Estados Unidos ha colaborado en muchos casos a su instala-
ción y al impacto que han tenido las noticias acerca de violaciones
a los derechos humanos en esa región, han impulsado a la opinión
pública norteamericana a presionar sobre Cárter con el objeto de
conseguir resultados concretos en Iberoamérica.

La tarea más dura de Cárter en su defensa de los derechos huma-
nos, tanto en América Latina como en otros continentes, ha sido la
elaboración de criterios que permitan discriminar entre distintos casos
y países. La falta de coherencia en las pautas diseñadas han restado
fuerzas a la política norteamericana en esta materia. Entre los muchos
aspectos que requerirían mayor atención se encuentran éstos: qué
importancia deben recibir aquellos derechos que tienen mayor rele-
vancia económica que política (verbigracia, el derecho al empleo);
en qué medida se debería armonizar la protección de los derechos
humanos con otros objetivos internacionales, como la no proliferación
nuclear; ¿sería necesario efectuar una clara distinción entre naciones
aliadas y enemigas, o entre gobiernos a los cuales Estados Unidos
les ayudó a establecerse en el poder y países que, aunque rivales,
mantienen estrechos vínculos con Estados Unidos?; ¿sería más acon-
sejable que Estados Unidos actuara conjuntamente con otras naciones
(por ejemplo, a través de un tratamiento multilateral de concesiones
comerciales) o por medio de organizaciones internacionales?55; ¿qué
clase de premios y castigos se deberían otorgar?; ¿cómo solucionar
el problema que se crea cuando las acciones de Estados Unidos contra
un gobierno perjudican directamente al pueblo en cuyo favor se aboga
por los derechos humanos?; ¿cuan pronto se esperan los resultados

53 Véase especia lmente STU COHÉN: «Of H u m a n Rights a n d Global Economics; Car te r ' s
Lat in American Policy R u n s into Ques t ions in Chile», Tha Boston Phoenix, 26 de octubre
de 1977, p . 16.

54 por ejemplo, en Sudamér i ca exis ten ac tua lmen te sólo cinco democrac ias : Colombia,
Guyana, Guyana Francesa, Surinam y Venezuela. Esta situación contrasta, por ejemplo, con
la mayor libertad que existía en 1961.

Los países con gobiernos militares y la fecha do su instalación son: Argentina (1976),
Bolivia (1964 ó 1966, según cuan democrática se considere la elección celebrada en ese últi-
mo año), Brasil (1964), Chile (1973), Ecuador (1972), Paraguay (1954), Perú (1968) y Uruguay
(1973).

55 Con respecto a las organizaciones internacionales, el diputado demócrata por Iowa,
TOM HAHKIN, expresó el 23 de marzo de 1977, ante la Cámara de Diputados, que las políticas
fiscales exigidas por instituciones que conced?n préstamos a menudo son causa de la re-
presión ejercida en los países receptores de la ayuda.
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a las presiones ejercidas?; ¿cómo y cuándo se deberían efectuar eva-
luaciones sobre las acciones tomadas?

Conforme a las recomendaciones del Informe Linowitz, Cárter fir-
mó, el 1 de junio, la Convención Americana sobre Derechos Humanos
(la cual aún debe ser ratificada por el Congreso). Este acuerdo fue
firmado originalmente en Costa Rica, en 1969, por diez gobiernos,
pero hasta el momento sólo Colombia y Costa Rica lo han ratificado.
Estados Unidos no había firmado este documento antes debido a las
cláusulas económicas y sociales que contiene.

En gran parte debido a la iniciativa de Estados Unidos, la re-
unión de la Asamblea General de la OEA, celebrada en Grenada en
junio, se dedicó a discutir el problema de los derechos humanos. Espe-
cialmente los cancilleres de Argentina y Chile afirmaron que el as-
pecto más importante en esta materia es el terrorismo, a lo cual
Estados Unidos respondió que no se puede combatir el terrorismo, sino
con justicia social, económica y jurídica.

En esta reunión de la OEA se aprobaron dos resoluciones. Una de
éstas5S señala la necesidad de aumentar los recursos de la Comisión
de Derechos Humanos de la OEA, cooperar con el trabajo de ésta,
permitir la visita de esta Comisión a los países miembros. También
prohibe a los Estados americanos suspender o interferir con los dere-
chos individuales fundamentales, tales como ausencia de torturas,
ejecución sumaria y detención prolongada. La otra resolución57 soli-
cita a la Comisión de Derechos Humanos de la OEA que busque
nuevas formas de cooperación hemisférica para combatir el terro-
rismo. Originalmente los gobiernos de Argentina, Chile, Paraguay y
Uruguay habían deseado fundir estas dos resoluciones en una sola.

En su discurso ante la OEA, en abril, Cárter afirmó expresamente
que Estados Unidos favorecerá a los países que respetan los dere-
chos humanos y promueven valores democráticos. Su gobierno desea
demostrar esta actitud a través de medidas económicas. Sin embargo,
no se comprende cómo Estados Unidos no ha levantado aún su dis-
criminación arancelaria contra Venezuela, a pesar de ser ésta una
de las pocas naciones democráticas en Sudamérica. Con respecto a
Ecuador, otro miembro de la OPEP al cual le afecta la discriminación
arancelaria, se podría retardar este levantamiento hasta el día de las
elecciones fijado en 1978, especialmente ahora que se ha rumoreado

56 Aprobada por 14 votos (el resto de los miembros de la OEA se abstuvo). Esta reso-
lución fue presentada por Estados Unidos y fue patrocinada también por Costa Rica, Re-
pública Dominicana y Venezuela.

57 Aprobada por unanimidad y apoyada ardientemente por el representante norteame-
ricano.
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que ciertos sectores de ese país no están muy dispuestos a pasar el
poder a manos democráticas.

El problema de la violación de los derechos humanos se relaciona
con la concesión de ayuda económica y militar y venta de armamento.
En la discusión de estas materias, el Congreso norteamericano ya ha
demostrado su intención de participar más activamente en la formu-
lación de la política sobre derechos humanos.

Actualmente no se han otorgado nuevas autorizaciones para el
entrenamiento y venta de implementos a las policías iberoamericanas
(lo cual se ha hecho en el pasado bajo el Public Safety Program
patrocinado por el Federal Bureau of Investigation —FBI—) y sólo con-
tinúan los programas que habían sido aprobados en los gobiernos
anteriores. La misma situación se registra con la donación de arma-
mento. También se han disminuido los programas de entrenamiento
militar. Lo que sí continúa es la venta de armamento militar a través
de los foreign military sales, que constituyen una forma de transac-
ción comercial que recibe un fuerte subsidio del gobierno norte-
americano.

Las divisiones que existen en Estados Unidos entre los poderes
públicos y los departamentos encargados de la aplicación de la polí-
tica exterior han quedado claramente demostradas al discutirse las
violaciones a los derechos humanos en Argentina, Brasil, Chile y
Uruguay. Incluso en el caso de Chile, acerca del cual existe mayor
consenso, numerosas críticas se han hecho por funcionarios públicos
a la forma como el subsecretario Todman ha manejado las relaciones
con este país58. En efecto, se ha alegado que, a pesar de la termina-
ción puesta por el Congreso en 1976 a la ayuda militar, Chile ha sido
capaz de evadir las consecuencias de ésta usando a Brasil de tram-
polín, además de recibir 357 millones de dólares en ayuda económica
en ese mismo año.

En junio, el Departamento de Estado recomendó (luego de agita-
das controversias internas) que se postergara el otorgamiento de dos
préstamos agrícolas a Chile, los cuales estaban siendo considerados
por la Agency for International Development (AID). Al conocer esta
determinación del Departamento de Estado, el gobierno de Pinochet
comunicó su intención de no recibir dinero de la AID: al día siguiente
aquel ministerio canceló los fondos de esos empréstitos.

El 23 de febrero, el canciller Vanee anunció la reducción de la
ayuda económica y militar a Argentina y Uruguay debido a las vio-

58 Véase STU COHÉN: Of Human Bights and Global Economic-, Garter's Latín American
Policy Runs into Questions in Chile, op. cit., pp. 36-37.
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laciones a los derechos humanos cometidas por estos países59. La reac-
ción de estos países fue rechazar los créditos militares60. Lo propio
hizo Brasil con respecto a 50 millones de dólares al conocerse en Bra-
silia un informe del Departamento de Estado sobre la situación de
los derechos humanos en ese país. Además, Brasil ha cancelado el
acuerdo de 1952 sobre defensa mutua celebrado con Estados Unidos.
En Brasilia se espera que la preocupación por los derechos humanos
no afecte las relaciones comerciales, especialmente ahora que Brasil
busca la renegociación de su deuda externa de 30.000 millones de
dólares.

Algunos observadores han alegado que las medidas económicas
y militares adoptadas contra la violación a los derechos humanos
disminuye la influencia de Estados Unidos en los países afectados.
Sin embargo, es necesario apuntar que esas medidas no han tenido
las repercusiones económicas que se pudiera creer. Desde luego, los
grandes bancos privados norteamericanos (como Chase Manhattan,
Citicorp y Bank of America) están aumentando vertiginosamente sus
préstamos a países iberoamericanos. Además, existen numerosos res-
quicios legales que permiten evitar la disminución de los recursos
militares; por ejemplo, en 1975 el Departamento de Justicia Ca través
del Drug Enforcement Administration) otorgó a Argentina 81.000 dó-
lares para combatir el tráfico de drogas y una cantidad no especi-
ficada, a ser distribuida entre 1975 y 1977, destinada a adiestramiento
policial, sumas que se cree que en la práctica serán aplicadas a pro-
gramas de «seguridad interna» 61. Por otra parte, existe la intención
(como quedó demostrado en febrero con la intervención de C. Fred
Bergsten, subsecretario del Tesoro, ante el Congreso) de canalizar gran
parte de la ayuda económica a través de instituciones multilaterales,
como Banco Interamericano de Desarrollo, Fondo Monetario Interna-
cional y Banco Mundial. De esta manera, Cárter podría condenar en
los discursos y, al mismo tiempo, prestar indirectamente apoyo eco-
nómico. La ayuda otorgada por estas organizaciones llevaría un sello

59 Los- créditos militares Uforeign military sales») de tres millones de dólares fueron to-
talmente terminados a Uruguay, y la asistencia económica fue reducida de 220.000 dólares
a 25.000 dólares.

El 15 de junio, los senadores CHURCH y KENNEDY introdujeron una enmienda al «Interna-
tional Security Assistance and Anns Export Control Act», de 1976, en virtud de la cual se
terminaría con toda la ayuda, venta y créditos militares a Argentina. Este proyecto produjo
apasionados debates en el Congreso, y finalmente se llegó al compromiso de aplazar el otor-
gamiento de esta ayuda hasta septiembre de 1978. Por otra parte, el 22 de junio, la Cámara
de Diputados acordó (por 223 votos contra 180) detener el programa de entrenamiento militar
a Argentina (si cual tiene un financiamiento de 700.000 dólares y que ha entrenado a 4.000
militares en los últimos veintisiete años, tanto en Estados Unidos como en Panamá).

60 En el caso de Argentina se trata de 15 millones de dólares.
6' Latín American Political Report, London, vol. XI, núm. 15, 22 de abril de 1977, p. 69.
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internacional; además, las concesiones hechas por éstas no requieren
aprobación del Congreso62. Préstamos hechos por instituciones multi-
laterales han ayudado en el último tiempo a la subsistencia de regí-
menes de facto M. Un reciente informe M ha señalado que el 69 por 100
de la ayuda extranjera otorgada por Estados Unidos a los países en
desarrollo no es revisada por el Congreso.

En febrero, el canciller Vanee señaló que en la concesión de ayuda
económica se considerará el problema de la proliferación nuclear. Esta
declaración se emitió pensando en Brasil, país con el cual Estados
Unidos ha mantenido tensas conversaciones relativas al convenio cele-
brado en 1975 entre Bonn y Brasilia, a través del cual se provee
el establecimiento de plantas de reprocesamiento de combustible y
enriquecimiento de uranio en ese país latinoamericano65, permitién-
dose así la obtención de plutonio y, por ende, la posibilidad de poseer
la bomba atómica.

Brasil ha debido afrontar oposición interna a su programa nu-
clear66, además de reacción internacional. Así, el presidente de Vene-
zuela, en su mensaje anual al Congreso, condenó el convenio entre
Alemania y Brasil (aunque sin nombrar a las partes) y afirmó su
deseo de que la energía atómica se encuentre bajo control de una
autoridad supranacional. Por otra parte, el canciller holandés mani-
festó ante el Congreso que los Países Bajos sólo permitirían la venta

62 A pssar de que la ayuda otorgada a través de estas instituciones llevaría un sello
internacional, la mayoría de votos que Estados Unidos tiene en muchas de éstas le permitiría
bloquear créditos.

En abril fue rechazado el proyecto presentado en el Congreso por los representantes
HABKIN y BADILIO, conforme al cual Estados Unidos vetaría en las instituciones internacio-
nales préstamos solicitados por dictaduras, salvo que éstos estuvieran destinados a favorecer
directamente a los sectores más necesitados de la población. En cambio, se aprobó un pro-
yecto del presidente CAHTER que no contempla el derecho a veto y que excluye la participa-
ción del Congreso en esta materia.

63 Desde 1976, el Banco Interamericano de Desarrollo ha otorgado a Argentina dos prés-
tamos por 150 millones ds dólares; el Banco Mundial, uno por 115 millones de dólares (sep-
tiembre de 1976), y el Fondo Monetario Internacional ha aumentado el derecho de Argentina
a hacer uso de los «Special Drawing Rights», de 64 millones a 700 millones de dólares entre
1975 y 1977.

64 Center for In t e rna t iona l Policy, e n e r o de 1977.
65 A fines de febrero, las discusiones se enfriaron completamente debido a la negativa

de Brasil de dar por terminado este convenio a cambio de la obligación de Estados Unidos
de abastecerle en el futuro de combustible nuclear. Además, en ese mes, tras la visita del
vicepresidente MÓNDALE a Europa occidental y Japón, quedó en claro que Estados Unidos
estaba más interesado en decidir la materia sin el concurso de Brasil. Una muestra de los
efectos de las presiones de Estados Unidos en Europa es la declaración del canciller holan-
dés, emitida ese mismo mes, en la cual señaló que, como condición previa a la entrega de
los primeros dos reactores nucleares a Brasil (conforme al acuerdo firmado con Alemania
en 1975), ese país debería aceptar que los desperdicios producidos por las plantas enrique-
cedoras de uranio sean devueltos a URENCO, un consorcio alemán-británico-holandés en-
cargado de la construcción de las plantas.

M Véass Latín American Political Repon, hondón, vol. XI, núm. 14, 8 de abril de 1977,
página lio.
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de uranio enriquecido a Brasil si este país devuelve todos los desper-
dicios a URENCO, el consorcio alemán-británico-holandés encargado
de la construcción de las plantas, e incluso sugirió la intervención de
la Agencia Internacional de Energía Atómica en la materia67. El Reino
Unido, otro socio de URENCO, seguramente seguirá la posición holan-
desa. En agosto, los presidentes de Colombia, Costa Rica, Jamaica,
Panamá y Venezuela reafirmaron la necesidad de que América Latina
se mantenga libre de armas atómicas6S.

Ante estos hechos, con el tiempo Brasil ha debido adoptar una
posición más flexible, especialmente ahora que requiere con urgencia
que Cárter permita la licencia de exportación de uranio para operar
la planta adquirida a Westinghouse69. Además, Brasil ha tenido que
buscar apoyo internacional. En esta materia, una de las mayores vic-
torias del presidente Geisel ocurrió durante la visita que el presidente
Pérez, de Venezuela, le hiciera a fines de noviembre. En efecto, ambos
mandatarios acordaron criterios comunes respecto al proteccionismo
norteamericano y el nuevo orden económico internacional. Para sor-
presa de quienes siguen las relaciones entre estos dos estados, Vene-
zuela finalmente aprobó los esfuerzos que hace Brasil por poseer
energía nuclear.

Siguiendo las recomendaciones del Informe Linowitz, y con el ob-
jeto de reafirmar su política en esta materia, Estados Unidos firmó,
el 26 de mayo, el Protocolo I del Tratado de Tlatelolco o Tratado para
la Proscripción de las Armas Nucleares en América Latina 70, el cual
requiere que este país remueva sus armas nucleares de Puerto Rico,
la zona del Canal de Panamá, las Islas Vírgenes y la base de Guan-
tánamo. Estados Unidos se encuentra actualmente presionando a Ar-
gentina n y Brasilra para que ratifiquen este convenio. Desgraciada-

67 Los cancilleres de Brasil y Holanda se reunieron en Nueva York en octubre para tra-
tar esta materia. Los ministros acordaron establecer negociaciones para Hogar a un acuerdo.

68 La reunión de estos presidentes ocurrió entre el 5 y 6 de agosto. En esta ocasión
también se discutieron estas materias: el problema del canal de Panamá, el precio mundial
del café, la situación de Belice y el establecimiento de un nuevo orden económico inter-
nacional.

63 Después de dos años de retraso, se espera que esta planta comience a funcionar a
principios de 1978. Al momento de adquirirse esta planta, Brasil firmó un tratado de co-
operación nuclear con Estados Unidos, a través del cual este pais se comprometió a abastecer
a aquél con combustible atómico. La planta comprada a Westinghouse se denomina «An-
gra I»: las plantas adquiridas a Alemania serán denominadas «Angra II» y «Angra III».

70 Véase el texto de este tratado en vol. 634 United Nations Tnaty Series, pp. 281-425
(1968). Esta convención fue firmada por la mayoría de los Estados latinoamericanos el 14 de
febrero de 1967, y el mes de mayo de 1977, 21 de estos países la hablan ratificado (Argentina
y Brasil son las grandes excepciones).

71 Firmó con declaraciones el 27 de septiembre de 1967.
72 Firmó con declaraciones el 9 de mayo de 1967.
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mente, los esfuerzos norteamericanos podrían traer mayores compli-
caciones internas en América Latina. En efecto, al poco tiempo de la
visita del canciller Vanee a Buenos Aires, ocurrida a fines de noviem-
bre, de la cual se cree que Estados Unidos obtuvo el compromiso de
Argentina de ratificar ese Tratado, se ha rumoreado y publicado en
Clarín, un diario con buenos contactos en el gobierno, que ese país
desconocería el fallo del arbitraje internacional sobre el Canal de
Beagle, emitido en mayo 73, el cual concedió las islas Nueva, Lennox
y Picton a Chile. Muchos observadores piensan que Estados Unidos ha-
bría obtenido una cosa a cambio de apoyo en la otra. Ese fallo tiene
gran peso jurídico y sólo podría ser impugnado por razones políticas.
Naturalmente, esta desconcertante actitud de Argentina provocaría
graves tensiones con Chile.

Entre los problemas más graves que Cárter ha tenido que tratar
se encuentra el de los seis a doce millones de inmigrantes ilegales
latinoamericanos (especialmente mexicanos) que trabajan en Estados
Unidos. Luego de largos estudios y discusiones, el 4 de agosto se fija-
ron nuevas y más estrictas regulaciones sobre inmigración7i.

VII

Al momento de ser escrito este artículo (diciembre de 1977), el
gobierno de Cárter aún no ha cumplido un año y, por ende, es pre-
maturo hacer una evaluación de su política hacia Iberoamérica, a
menos que se quiera caer en juicios temerarios.

Los problemas más interesantes han surgido en las áreas de dere-
chos humanos y no proliferación nuclear. El paso más importante
está constituido por la firma del nuevo Tratado de Panamá. La ma-
teria que pronto comenzará a adquirir más atención es la reanuda-
ción de relaciones diplomáticas con Cuba. El punto más criticable
es la falta de preocupación por los problemas económicos de Amé-
rica Latina.

La ausencia de una política especial hacia Iberoamérica refleja
la idea de Estados Unidos de que los problemas económicos de ese
continente deben ser tratados en general con los que experimenta el
resto del Tercer Mundo. Los países latinoamericanos están de acuerdo

'3 Este tribunal fue nombrado por la Corona británica, y estuvo compuesto por miem-
bros de la Corte Internacional de Justicia.

'*• Los pasos fronterizos serán reforzados, y se hace una distinción entre quienes se han
encontrado en Estados Unidos antes del 1 de enero de 1970, antes del 1 de enero de 1977 y
después del 1 de enero de 1977. Ss da un trato preferencial a los inmigrantes más antiguos,
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con esto, sólo que dan un salto más y reclaman el establecimiento
de un nuevo orden económico internacional. A medida que las dis-
cusiones sobre este orden avancen, las diferencias entre Estados Uni-
dos e Iberoamérica se ahondarán.

En general, Cárter ha tratado de seguir las pautas señaladas en
el Informe Linowitz, especialmente respecto a las prioridades que éste
fija. En cuanto a las conclusiones del Informe sobre las cuales no se
ha hecho mención en el capítulo anterior, es necesario señalar lo
siguiente: la ayuda del AID hacia países grandes, como Brasil, ha
disminuido, pero continúa llegando bajo la Inter-American Founda-
tion, organismo semiautónomo del gobierno norteamericano (véase la
recomendación núm. 14); el Congreso no ha aprobado aún los fondos
para la International Development Association (véase la recomenda-
ción núm. 15); Cárter nombró una persona con el rango de emba-
jador para activar la celebración de la Conferencia de las Naciones
Unidas sobre Ciencia y Tecnología (véase la recomendación núm. 20);
Estados Unidos no ha creado nuevas instituciones multinacionales
de ciencia y tecnología en América Latina (véase la recomendación
número 21), y, gracias a la presente ausencia de expropiaciones
en Iberoamérica, Cárter no se ha visto en la necesidad de redefinir
los criterios dados por Nixon sobre aquéllas (véase la recomenda-
ción núm. 22).

RAFAEL VARGAS HIDALGO
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